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- Recursos de inconstitucionalidad.

- Cuestiones de inconstitucionalidad.

El presente informe analiza las novedades normativas y jurisprudenciales en materia de ordenación del territorio, urbanismo y vivienda tanto estatales como autonómicas, publicadas en los meses de noviembre de 2011 a enero de 2012.

I. NOVEDADES NORMATIVAS. 

1. ESTADO.

El Real Decreto 1492/2011, de 24 de octubre, por el que se aprueba el Reglamento de valoraciones de la Ley del Suelo, publicado en el BOE núm. 270, de 9 de noviembre de 2011, ya fue comentado en nuestro anterior informe de noviembre de 2011.

Desde entonces hasta enero de 2012 la legislación estatal en materia de ordenación del territorio y urbanismo ha sido prácticamente inexistente. Nos referiremos únicamente al Real Decreto-ley 17/2011, de 31 de octubre, por el que se establecen medidas complementarias para paliar los daños producidos por los movimientos sísmicos acaecidos en Lorca el 11 de mayo de 2011, se modifica el Real Decreto-ley 6/2011, de 13 de mayo, y se adoptan medidas fiscales y laborales respecto de la isla de El Hierro. (BOE núm. 263, de 1 de noviembre). 

Este decreto-ley tiene dos finalidades, complementar las ayudas previstas en mayo de 2011 para atender la cobertura de los daños no manifestados inicialmente en Lorca y revisar la regulación de algunas de las medidas a fin de tener más eficacia.
Prevé unas ayudas del Ministerio de Industria, Turismo y Comercio para la ejecución de proyectos de especial interés para el sector del comercio de Lorca. Estos proyectos de especial interés del comercio de Lorca susceptibles de financiación se incluirán dentro de las líneas del Plan de Mejora siguientes:
a) Obras de construcción, ampliación o acondicionamiento y modernización de los edificios o instalaciones comerciales.

b) Desperfectos o deterioros en los establecimientos comerciales individuales, en atención a la superficie de exposición y venta dañada como consecuencia del seísmo.

c) La adecuación y modernización de mercados minoristas municipales.

d) Actuaciones destinadas a la consolidación y mejora de centros comerciales abiertos.

e) Peatonalización de ejes comerciales.

f) Adecuación de espacios para la venta no sedentaria.

A tal fin se firmará un Convenio de Colaboración entre el Ministerio de Industria, Turismo y Comercio y el Ayuntamiento de Lorca, que será responsable de su gestión, siendo el plazo para la ejecución de los proyectos y la justificación de las ayudas no superior a año desde que se pongan a su disposición los fondos, con posibilidad de prorrogar por la mitad del inicialmente concedido en casos debidamente justificados.
También se prevé un programa específico para dinamizar la industria en Lorca y las ayudas irán destinadas a iniciativas industriales e infraestructuras industriales. También se prevé una subvención extraordinaria para infraestructuras y dotaciones sanitarias.
El art. 9 establece una bonificación de las licencias de apertura, de tal manera que el Estado compensará en la mitad de su importe la bonificación que el Ayuntamiento de Lorca acuerde para 2012 en las tasas de concesión de licencia de actividad por reapertura o instalación de nuevos comercios en Lorca.

Además de estas medidas, también se introducen modificaciones en el articulado del Real Decreto-ley 6/2011 en cuanto a las ayudas excepcionales para la reconstrucción de viviendas, así como ayudas excepcionales a las comunidades de propietarios para la rehabilitación y reparación de los daños que hubieren sufrido los elementos comunes del edificio. Igualmente, prevé que no es necesario cumplir el requisito de domicilio habitual para el otorgamiento de ayudas para adquirir una vivienda en alquiler o la reposición de enseres en los casos en los que, consecuencia del seísmo, se hubiera producido la destrucción total de la vivienda o bien, debido a su mal estado residual, hubiera sido precisa su demolición. Añade la posibilidad de obtener ayudas para la reparación, rehabilitación y reconstrucción de locales o establecimientos mercantiles, industriales o de servicios.

En el caso de El Hierro, se concede la exención de las cuotas del Impuesto sobre Bienes Inmuebles correspondientes al ejercicio 2011 que afecten a viviendas, establecimientos industriales y mercantiles, centros de buceo y actividades marítimas, locales de trabajo y similares situados en la isla, dañados como consecuencia de los movimientos sísmico y erupciones volcánicas acaecidos en la isla desde el mes de julio, cuando se acredite que tanto las personas como los bienes ubicados en ellos, han tenido que ser realojados total o parcialmente en otras viviendas o locales diferentes hasta la reparación de los daños sufridos.
2. COMUNIDADES AUTONOMAS.

A) PAIS VASCO

- Decreto 226/2011, de 26 de octubre, por el que se aprueba definitivamente el Plan Territorial Parcial del Área Funcional de Balmaseda-Zalla (Encartaciones). (BOPV núm. 2011224, de 25 de noviembre).

Este Plan Territorial Parcial es desarrollo de las Directrices de Ordenación Territorial de la Comunidad Autónoma del País Vasco, redactadas y tramitadas al amparo de la Ley 4/1990, de 31 de mayo, de Ordenación del Territorio del País Vasco. Entre los ámbitos previstos para la redacción de Planes Territoriales Parciales se encuentra el del área funcional de Balmaseda-Zalla (Encartaciones).

El plan tiene como objetivos principales adquirir un tamaño funcional suficiente, superando la limitación física del territorio y coordinar la acciones con incidencia territorial que se deben producir en un horizonte temporal de 16 años para garantizar el desarrollo sostenible del área funcional. También pretende la protección y puesta en valor del Medio Natural y del Patrimonio Cultural, entendidas por el Plan como uno de los valores y distintivos del área funcional. A tal efecto, propone facilitar las conexiones ecológicas entre los espacios que poseen los mayores intereses naturales del área funcional, como son el LIC de Ordunte, el Parque Natural de Armañón y el Biotopo Protegido de Montes de Triano, así como incrementar el número de ejemplares de árboles que reciban la declaración de “Árboles Singulares”.

El Plan pretende reforzar los equipamientos y espacios libres ya existentes y desarrollar nuevos con el fin de potenciar aquellos aspectos culturales, turísticos y naturales que más definen o caracterizan al área funcional.

En materia de vivienda, está previsto un incremento del número de viviendas con unas capacidades residenciales para el planeamiento municipal siguiendo los criterios de las Directrices de Ordenación Territorial, posibilitando un reequilibrio de las actividades económicas y la residencia en el modelo territorial, localizando la actividad económica vinculada a las principales vías de comunicación. 

La Disposición adicional segunda del decreto establece que el Plan Territorial Parcial, en su condición de instrumento de planeamiento jerárquicamente, vincula a los instrumentos de planeamiento sectorial y municipal establecidos por la legislación urbanística vigente y de aplicación, de tal manera que el planeamiento territorial y municipal deberán adaptarse al plan territorial parcial, que deberá servir de referencia en cuanto a la interpretación y aplicación de sus determinaciones.

La disposiciones transitorias del decreto indican que los Planes Territoriales Sectoriales y los documentos urbanísticos de los municipios pertenecientes al Área Funcional de Balmaseda-Zalla (Encartaciones), en fase de formulación o modificación, que no hubiesen sido aprobados inicialmente en el momento de la entrada en vigor del Plan, deberán adaptarse a sus determinaciones.

En todo caso, los Planes Territoriales Sectoriales vigentes a la entrada en vigor de este Plan Territorial Parcial se adaptarán a lo dispuesto en el mismo, con excepción de lo previsto en la disposición adicional cuarta de la Ley 4/1990, de 31 de mayo, de Ordenación del Territorio.

En el caso del planeamiento urbanístico general municipal vigente, la adaptación debe efectuarse en el plazo de dos años a contar desde su entrada en vigor.

- Orden de 23 de noviembre de 2011, del Consejero de Vivienda, Obras Públicas y Transportes, de modificación de la orden sobre medidas financieras para rehabilitación de vivienda. (BOPV núm. 2011226, de 29 de noviembre).

Se modifican diversos artículos de la Orden de 29 de diciembre de 2006, del Consejero de vivienda y Asuntos Sociales, publicada en el BOPV núm. 18, de 25 de enero de 2007. En concreto las modificaciones afectan a los artículos siguientes:

En las unidades edificatorias que no se encuentren adecuadas urbanísticamente o en los edificios que no se encuentren adecuados estructural o constructivamente, sólo se considerará actuación protegible la realización de obras que incluyan entre las misma las necesarias para la consecución de las citadas adecuaciones; en particular, cuando el edificio tenga 50 o más años de antigüedad, sólo se considerará actuación protegible la realización de obras que incluyan entre las mismas las que, en virtud del dictamen que resulte del informe técnico derivado de la inspección periódica de construcciones y edificaciones, sea necesario realizar en un plazo igual o inferior a un año. En todo caso, se considerará actuación protegible la realización de obras exigidas por una orden de ejecución, en caso de obras urgentes para la adecuación de las condiciones de habitabilidad de la vivienda o cuando se trae de obras parte de la ejecución de programas de actuación integral en materia de rehabilitación de edificios y regeneración urbana, gestionados a través de Ayuntamientos, entes locales, sociedades urbanísticas de rehabilitación y/o sociedades públicas (art. 2.1.b).

También son actuaciones protegibles, las actuaciones de rehabilitación de vivienda que supongan una intervención en la envolvente térmica de la edificación para alcanzar los valores límite exigidos en el apartado 3 del Documento Básico de Ahorro de Energía (DB-HE1) del CTE o incluso para situarse en mayores niveles de exigencia (art. 2.2).

Se modifican los apartados 2 y 7 del art. 9.2 sobre cuantías subvencionables. En caso de ser necesaria la redacción de informe técnico derivado de la inspección periódica de los edificios, la subvención alcanzará hasta el 100% de los honorarios, con un tope de 1.000 euros. En el caso de rehabilitación de elementos comunes se concederá directamente a la comunidad de propietarios una subvención del 5% del presupuesto protegible, con el límite máximo de 2.000 euros, pudiendo llegar al 10% y 3.000 euros cuando se trate de rehabilitación de edificios incluidos dentro de un área de rehabilitación integrada.

Las ayudas directas a la Comunidad de Propietarios son compatibles con las que puedan corresponder a cada uno de los propietarios o titulares.

- Decreto 240/2011, de 22 de noviembre, por el que se regula la certificación energética de los edificios de nueva construcción. (BOPV núm. 2011234, de 13 de diciembre).

El decreto regula la recepción, registro, renovación, actualización, inspección y control externo de los Certificados de Eficiencia Energética, tanto de los proyectos como de los edificios terminados, su reflejo en las Etiquetas de Eficiencia Energética, el uso de éstas y la información que, en esta materia, la persona vendedora debe suministrar al comprador o compradora, a los efectos de la protección de los derechos de las personas consumidoras y usuarias.

Es de aplicación a los edificios de nueva construcción, las modificaciones, reformas o rehabilitaciones de los ya existentes que tengan una superficie útil superior a 1.000 m2 mediante las que se renueve más del 25 % del total de sus cerramientos.

Están excluidos los edificios enunciados en el artículo 2.2 del Real Decreto 47/2007, de 19 de enero, por el que se aprueba el procedimiento básico para la certificación de eficiencia energética de edificios de nueva construcción.

El Certificado de Eficiencia Energética de un edificio o parte del mismo y/o de un proyecto, será expedido siguiendo las opciones determinadas en el artículo 4 del Real Decreto 47/2007 por el proyectista del edificio o del proyecto parcial de instalaciones térmicas o por el director o directora facultativa de la obra.

En los edificios en los que coexistan partes destinadas a uso residencial con otras dedicadas a usos distintos se realizará, como mínimo, un Certificado independiente para la parte residencial y otro para el resto.

Los locales de diferente titularidad jurídica así como los destinados a uso independiente que no estén definidos en el proyecto del edificio, para ser utilizados posteriormente, se deben certificar separadamente y antes de su apertura.

La validez es de 10 años, pudiendo renovarse por otros 10. Será necesaria la actualización del certificado con la presentación de una solicitud de autorización de obra que afecte a la envolvente térmica del edificio, autorización de puesta en funcionamiento de una instalación térmica de nueva planta o por reforma y cuando se modifique el uso o la actividad de manera que repercuta significativamente en el nivel de eficiencia energética.

El decreto regula, igualmente, el Registro de certificados de eficiencia energética, el control externo de la certificación, los planes de inspección, la información a los consumidores y usuarios. Asimismo, crea una comisión interdepartamental de coordinación sobre la eficiencia energética de los edificios. 

Las infracciones de lo dispuesto en el decreto se tratarán como infracciones en materia de consumo.

B) CATALUÑA

- Ley 9/2001, de 29 de diciembre, de promoción de la actividad económica. (DOGC núm. 6035, de 30 de diciembre).

Las modificaciones introducidas más destacables afectan al Decreto ley 1/2009, de 22 de diciembre, de ordenación de los equipamientos comerciales y a la Ley 18/2007, de 28 de diciembre, del derecho a la vivienda.

En primer lugar, el capítulo V del Título II de la ley modifica el Decreto ley 1/2009, de 22 de diciembre, de ordenación de los equipamientos comerciales, para introducir mejoras en la regulación que ayuden a incrementar la actividad comercial, y revisa las previsiones sobre la implantación de medios y grandes establecimientos comerciales y de establecimientos comerciales individuales y colectivos con el fin de potenciar el comercio interior y el mercado de trabajo con relación a los municipios. 

En el artículo 7.2.a) ya no se refiere a “usos comerciales insertados en los usos residenciales”, sino a “áreas residenciales”, definidas como el conjunto formado por las zonas de aprovechamiento privado incluidas en polígonos de actuación urbanística en suelo urbano o en sectores en suelo urbano o urbanizable con planeamiento urbanístico derivado aprobado y vigente, con uso residencial dominante, y los sistemas que las vertebran, siempre y cuando configuren una ordenación unitaria que de continuidad al conjunto del tejido urbano residencial.

La modificación de los apartados 3 y 4 del artículo 9 se refiere a la localización y ordenación del uso comercial según se trate de medianos establecimientos comerciales y grandes establecimientos comerciales, que solo se implantarán en la trama urbana consolidada en los municipios de más de 5.000 habitantes, asimilables a éstos y capitales de comarca Excepcionalmente, se admite la implantación fuera de la trama urbana consolidada si se produce en zonas de acceso restringido de las estaciones de líneas transfronterizas y transregionales del sistema ferroviario de alta velocidad o largo recorrido. Los grandes establecimientos comerciales territoriales solo pueden implantarse en la trama urbana consolidada de los municipios de más de 50.000 habitantes, asimilables o capitales de comarca. También modifica la D. A. 11ª en relación con los establecimientos comerciales ubicados fuera de la trama urbana consolidada.

En proyectos que admitan el uso comercial y con el fin de garantizar este uso, el ayuntamiento, antes del otorgamiento de la licencia de obras municipal, deberá exigir a la persona solicitante la presentación de declaración responsable previa relativa a la localización del proyecto donde conste su adecuación a lo establecido por este decreto o, en su defecto, exigir su presentación en ese momento.

Establece modificaciones en el régimen de comunicación previa y de declaración responsable.

La D. A. de esta ley de promoción de la actividad económica se refiere a la delimitación de las concentraciones comerciales del Decreto 379/2006, de 10 de octubre, por el que se aprueba el Plan Territorial sectorial de equipamientos comerciales. La D.T. 3ª se refiere a diversas exclusiones al régimen general de los horarios comerciales de los establecimientos comerciales situados en municipios turísticos.

En segundo lugar, el capítulo II del Título IV supone una importante modificación de la Ley 18/2007, del 28 de diciembre, del derecho a la vivienda, cuya finalidad principal es el impulso del sector inmobiliario, con medidas como la facilitación del acceso a las viviendas de protección oficial, la flexibilización de los requisitos en los edificios de nueva construcción, la eliminación de determinadas reservas urbanísticas y la supresión del informe preceptivo sobre las determinaciones del plan urbanístico, entre otras medidas.

Modifica el artículo 3.l para definir la vivienda con actividades económicas, como la que no es domicilio habitual y permanente y se utiliza para la obtención de rendimientos de actividades económicas reguladas en la normativa sectorial aplicable. Antes se refería solamente a las viviendas de uso turístico. Se regula en el artículo 19.

Introduce modificaciones en la representación del Consejo Asesor de la vivienda (art. 9.4 y 4.bis) y en el Plan territorial sectorial de vivienda (art. 12). 

El artículo 14.1 queda redactado en tal sentido que los ayuntamientos con planes locales de vivienda aprobados o con un programa de actuación urbanística municipal con un contenido equiparable deben tener un trato preferente a la hora de concertar políticas de vivienda con la Administración de la Generalitat cuando comporten que ésta aporte recursos económicos. El art. 18 recuerda que los municipios obligados a hacer reserva para la construcción de viviendas de protección pública también deben calificar terrenos y prever reservas destinadas al sistema urbanístico de viviendas dotacionales públicas, para satisfacer los requerimientos temporales de colectivos con necesidades de acogida, asistencia residencial o emancipación.

La reforma del artículo 22.3 sobre accesibilidad de los edificios para personas con movilidad reducida obliga a la instalación de ascensor si las viviendas de los edificios plurifamiliares no son accesibles, salvo imposibilidad técnica o económica. A tal efecto, no se computan las viviendas de la planta de acceso.

Modifica la cédula de habitabilidad. El art. 26 dispone que el otorgamiento solamente implica que la vivienda cumple los requisitos técnicos de habitabilidad de la normativa vigente pero no supone la legalización de las construcciones en lo que concierne a la adecuación del uso de vivienda a la legalidad urbanística, debiendo hacerse constar esta circunstancia en el documento de otorgamiento para protección de los derechos de los adquirentes. El fedatario público debe comunicar esta circunstancia al tercero adquirente.

Elimina el visado en los informes de inspección.

El nuevo artículo 71 de la ley ya no habla de contratos de copropiedad sino de propiedad compartida, entendiendo por tal “cada una de las formas de acceso a la vivienda protegida intermedias entre el alquiler y la propiedad que implican la transmisión al adquiriente del dominio de una parte de la vivienda y la retención del resto por parte de una tercera persona”, que puede o no implicar o no la transmisión futura o progresiva y por fases al adquiriente del pleno dominio sobre la vivienda. Permite que a la parte de la vivienda no transmitida se apliquen las correspondientes ayudas protegidas para el alquiler y las administraciones públicas pueden participar en la adquisición de propiedades compartidas.

El art. 73.1 que regula el objetivo de solidaridad urbana ya no se refiere únicamente a los municipios de más de 5.000 habitantes y capitales de comarca, sino que la obligación de disponer de un parque mínimo de viviendas destinada a políticas sociales es ahora para “los municipios incluidos en áreas declaradas por el Plan territorial sectorial de vivienda como ámbitos de demanda residencial fuerte y acreditada”.

No se admite la desclasificación por interés del propietario de la vivienda. Solo es posible en suelos no clasificados urbanísticamente con destino a protección oficial, por razones de interés público vinculadas a las necesidades de la vivienda, previamente justificadas y con el reintegro de las ayudas percibidas.  
La modificación obliga a los beneficiarios de viviendas de protección oficial a no disponer de otras viviendas en propiedad y a no adquirirla en el plazo de 5 años desde la adquisición de la protegida (art. 81.3 y 4).
Se introducen modificaciones en el Registro de solicitantes de vivienda protegida, en el procedimiento de adjudicación, en las viviendas de protección oficial promovidas por sociedades cooperativas de viviendas, en la tipificación de las infracciones muy graves y graves.

Se modifican los requisitos para transmitir o ceder el uso de viviendas. Respecto de la exigencia por los adquirentes de la cédula de habitabilidad o la calificación definitiva, solo puede exonerarse en el caso de que no sea de nueva construcción, pero a diferencia de la regulación anterior, con la nueva redacción se exige que la exoneración sea expresa y solamente en 3 casos muy concretos: cuando la vivienda usada o preexistente deba ser objeto de rehabilitación o de derribo, cuando el destino del inmueble o entidad objeto de transmisión no sea el del uso como vivienda, si el transmitente y el adquirente lo reconocen de forma expresa o cuando se cumpla cualquier otro supuesto de exoneración que se determine por reglamento.

Además, en estos casos, los registradores de la propiedad deben hacer constar en nota marginal que la vivienda transmitida queda sujeta a la ejecución de las obras de rehabilitación o de derribo. La nota se cancela con la presentación de la cédula de habitabilidad, una vez finalizadas las obras de rehabilitación, o con la certificación municipal acreditativa del derribo.
La D. T. Cuarta de esta ley de promoción de la actividad económica prevé que mientras no se apruebe el reglamento que debe desarrollar las modificaciones previstas para la Ley 18/2007, de 28 de diciembre, del derecho a la vivienda, las solicitudes de habitabilidad para las viviendas construidas con posterioridad a 1984 que no dispongan de cédula inicialmente otorgada por la Generalitat, deben ser transmitidas por el procedimiento establecido para la cédula de primera ocupación y cumplir las condiciones de habitabilidad vigentes en la fecha de finalización de la construcción.
- Ley 10/2001, de 29 de diciembre, de simplificación y mejora de la regulación normativa. (DOGC núm. 6035, de 30 de diciembre). Corrección de error en DOGC núm. 6053, de 26 de enero de 2012.

El Título II de esta ley se refiere al ámbito de la seguridad y modifica, entre otras, la Ley 11/2009, de 6 de julio, de regulación administrativa de los espectáculos públicos y actividades recreativas. Nos referiremos únicamente a los cambios introducidos en materia de licencias municipales de estas actividades.
Se añade un nuevo apartado 3 al artículo 30 que regula el contenido y las condiciones técnicas de las licencias y autorizaciones, regulando la posibilidad de otorgamiento de licencias o autorizaciones provisionales de establecimientos abiertos al público, de espectáculos públicos y de actividades recreativas en los casos en que el informe del órgano competente para otorgar la correspondiente licencia o autorización, pese a ser desfavorable, indique expresamente que las deficiencias detectadas no comportan riesgo alguno para la seguridad de las personas ni de los bienes y así se acredite en el expediente. Estas licencias provisionales tienen una vigencia máxima de nueve meses. Cabe que por vía reglamentaria se exija fianza para su otorgamiento.

Sobre los controles y revisiones, la modificación del art. 31 exige que los establecimientos abiertos al público sean objeto de controles de funcionamiento y de revisiones, con la periodicidad, el procedimiento y el contenido que se establezcan por reglamento, de acuerdo con los criterios y las finalidades establecidos por el artículo 30 y en coherencia con lo establecido por la legislación de control ambiental preventivo.

Se admite la emisión de informes, certificaciones y verificaciones no solo por los servicios administrativos o entidades colaboradoras debidamente acreditadas, sino también, y esta es la novedad, por técnicos titulados competentes por razón de la materia (art. 32).

Elimina del art. 37.4 el inciso de que la revocación y la declaración de caducidad de las licencias no generan derecho a indemnización.

Las modificaciones introducidas en los artículos 48 y siguientes relativas al régimen de infracciones son las propias de adaptación de la terminología a la directiva comunitaria y a la legislación posterior que introdujo los términos “comunicación previa” y “declaración responsable”. También se modifican las sanciones pecuniarias.

El título VII de la ley de simplificación y mejora de la regulación administrativa engloba el ámbito del territorio. Incluye previsiones relativas a puertos, al transporte en aguas marítimas y continentales, al transporte por cable, y al ferrocarril y las carreteras. 
En concreto, se determina el régimen de comunicaciones previas para poder llevar a cabo actividades puntuales dentro del dominio público portuario que no impliquen ocupación privativa de dominio público y no excedan de una determinada duración. 

Respecto de las modificaciones introducidas en la Ley catalana de carreteras, las modificaciones más importantes son:

En el caso de supuestos especiales de la línea de edificación se añade el art. 41.4 que indica que el plazo para resolver y notificar el procedimiento de establecimiento de la línea de edificación de carreteras a una distancia inferior a la regulada con carácter general es de 6 meses, operando el silencio negativamente. Esto mismo se prevé para el caso del procedimiento de autorización de obras o actividades en las zonas de servidumbre o dentro de la zona delimitada por la línea de edificación (art. 43.3).

El art. 52.5 añade una nueva medida cautelar para el caso de obras o instalaciones publicitarias en zonas prohibidas. Se entenderán abandonadas si no disponen de identificación del propietario. En este caso, el departamento competente puede ordenar al propietario de los terrenos la demolición y retirada de las instalaciones o impedir definitivamente el uso de las mismas.
También modifica las infracciones y la agravación de la infracción en materia de publicidad.

La Disposición Final Quinta de la Ley 10/2011 establece el sentido negativo del silencio en los procedimientos administrativos de autorización de uso de la zona de servidumbre de protección correspondiente al litoral de Cataluña, si transcurren 6 meses sin resolución expresa.
C) GALICIA

- Ley 7/2011, de 27 de octubre, de turismo de Galicia. (DOG núm. 216, de 11 de noviembre). 

El artículo 28 de la ley, a los servicios mínimos exigidos por la legislación de régimen local añade otros servicios que también deben prestar los municipios turísticos, entre los que incluye, el desarrollo de las políticas activas de infraestructuras y urbanismo para favorecer entornos agradables y turísticamente atractivos, especialmente en los núcleos históricos, conservando los tipos arquitectónicos gallegos (ap. 1.h).
La atención preferente en las políticas de implantación o mejora de infraestructuras y servicios que incidan notoriamente en el turismo y sean impulsadas por los distintos departamentos de la Administración de la Xunta de Galicia es uno de los efectos de la declaración de municipio turístico (art. 29.d).

La ley exige a las empresas turísticas que proyecten la apertura, construcción o modificación de un establecimiento para uso turístico, antes de iniciar cualquier tipo de actuación o trámite ante el ayuntamiento correspondiente, un informe potestativo previo de la consejería competente en materia de turismo sobre el cumplimiento de los requisitos mínimos de infraestructura y servicios. El plazo de emisión de este informe es de dos meses, con una validez máxima de un año. En la tramitación de las preceptivas licencias municipales el ayuntamiento correspondiente podrá requerir este informe a la Administración de la Xunta de Galicia.

- Ley 12/2011, de 26 de diciembre, de medidas fiscales y administrativas. (DOG núm. 249, de 30 de diciembre).

Esta ley modifica el artículo 5.a) de la Ley 6/2007, de 11 de mayo, de medidas urgentes en materia de ordenación del territorio y del litoral de Galicia, que afecta a los instrumentos de ordenación del territorio objeto de evaluación ambiental estratégica.
Con la nueva regulación se exceptúan de evaluación ambiental estratégica los proyectos sectoriales de incidencia supramunicipal, que serán objeto de evaluación ambiental cuando así lo decida el órgano ambiental mediante decisión motivada, pública y ajustada a los criterios establecidos por el anexo II de la Ley 9/2006, de 28 de abril.

También se introducen modificaciones en el artículo 5.2 de la Ley 1/1995, de 2 de enero, de protección ambiental de Galicia, de tal manera que la clasificación del grado de protección para determinar el procedimiento podrá ser de evaluación del impacto ambiental o de evaluación de la incidencia ambiental. Se ha suprimido la evaluación de los efectos ambientales. En consonancia, el punto tres de la D. D. única deroga el capítulo III del título II “De la evaluación de efectos ambientales”, artículos 10 a 12 de la Ley 1/1995, de 2 de enero, de protección ambiental de Galicia.

La Disposición transitoria primera dispone que los procedimientos de evaluación de efectos ambientales en curso a la entrada en vigor de esta ley continuarán su tramitación hasta la formulación de la declaración de efectos ambientales.

Finalmente, la Disposición derogatoria única deroga la Ley 7/1997, de 11 de agosto, de protección contra la contaminación acústica y su normativa de desarrollo y obliga a la Xunta de Galicia a aprobar en un año un decreto que incorpore al derecho autonómico la normativa europea y estatal básica en materia de contaminación acústica y se establezcan las normas adicionales de protección que sean oportunas.

- Ley 13/2011, de 16 de diciembre, reguladora de la política industrial de Galicia. (DOG núm. 1, de 2 de enero de 2012).  

El Título IV de la ley regula la “Ejecución de la política industrial gallega”. El artículo 27 establece una limitación de las autorizaciones y generalización del régimen de comunicación previa, con el objeto de proceder a la simplificación de los trámites administrativos. Prevé que para el ejercicio de la actividad industrial únicamente podrá requerirse autorización administrativa previa cuando resultase obligado para el cumplimiento de obligaciones derivadas de la normativa comunitaria o de tratados y convenios internacionales. En estos supuestos, el procedimiento de tramitación será lo más sencillo y ágil posible, haciéndose uso, siempre que fuese oportuno, de la solicitud de declaraciones responsables.

Añade que se requerirá comunicación previa o declaración responsable cuando así se estableciese en una ley por razones de orden público, seguridad y salud pública, seguridad y salud en el trabajo o protección del medio ambiente, o cuando se estableciese reglamentariamente para el cumplimiento de obligaciones derivadas de la normativa comunitaria o de tratados y convenios internacionales.

El capítulo III del Título IV se refiere a los “Proyectos industriales estratégicos” que son aquellas propuestas de inversión para la implantación o ampliación de una o varias instalaciones industriales que tengan como resultado previsible una expansión significativa del tejido industrial gallego o la consolidación del mismo.

Del procedimiento de declaración del proyecto industrial estratégico resulta destacable la necesidad de que se recaben todos los informes que resultasen precisos para la evaluación del proyecto, singularmente los relativos a su compatibilidad con la ordenación del territorio y el medio ambiente. En concreto, cuando el proyecto afecte a terrenos que, de conformidad con la legislación urbanística, hayan de ser clasificados como suelo rústico de especial protección, se exigirá el informe favorable del organismo que ostente la competencia sectorial por razón del correlativo valor objeto de protección.
Finalizados los trámites procedimentales y transcurrido el periodo de información pública, la consejería competente en materia de industria remitirá al ayuntamiento correspondiente el proyecto de que se trate, para que en el plazo de quince días notifique su conformidad o disconformidad con el planeamiento urbanístico en vigor. En caso de disconformidad, el expediente será remitido a la consejería competente en materia de urbanismo y ordenación del territorio para la emisión de informe de la Comisión Superior de Urbanismo de Galicia.

Aprobado el proyecto por el Consello de la Xunta, se remite al ayuntamiento un ejemplar del proyecto de implantación o ampliación de la instalación industrial, siendo posible el inicio de las obras.

Entre los efectos de la declaración de los proyectos industriales estratégicos se encuentra la no sujeción a licencia urbanística municipal, la declaración de utilidad pública e interés social del proyecto industrial estratégico, así como la necesidad y urgencia de la ocupación de los bienes y derechos afectados de los que el solicitante de la declaración ostentase la condición de beneficiario de la expropiación, la declaración de incidencia supramunicipal, la declaración de urgencia o excepcional interés público, la declaración de prevalencia sobre otras utilidades públicas.

D) ANDALUCIA

- Ley 14/2011, de 23 de diciembre, de Sociedades Cooperativas Andaluzas. (BOJA núm. 255, de 31 de diciembre). 

Interesa de esta ley la regulación de las cooperativas de vivienda, que se encuentra recogido en los artículos 97 y 98.

Las de viviendas se clasifican como sociedades cooperativas de primer grado dentro del subgrupo de “cooperativas de consumo” y tienen por objeto procurar viviendas a precio de coste, exclusivamente a los socios y socias, así como garajes, trasteros y otras construcciones complementarias. Se incluye también su rehabilitación y la de las propias viviendas.

Las sociedades cooperativas de viviendas que tengan por objeto único procurar locales comerciales a precio de coste tendrán la consideración de sociedades cooperativas de locales de negocio. En este caso, estatutariamente podrán optar entre su sujeción al régimen general de cooperativas de consumo o al régimen específico de cooperativas de viviendas con las excepciones expresamente previstas para sociedades cooperativas de locales de negocio. De no mediar disposición estatutaria al respecto, será de aplicación el régimen general de las sociedades cooperativas de consumo.

Los estatutos sociales podrán prever, mediante cualquier título admitido en derecho, la transmisión de la propiedad de las viviendas, locales y construcciones complementarias a los socios y socias, o la cesión de su uso y disfrute, manteniéndose la titularidad de la propiedad por parte de la sociedad cooperativa, incluido el alquiler con opción a compra, pudiendo coexistir ambos regímenes en una misma sociedad cooperativa, si así se dispone en los estatutos.

Los estatutos sociales, la Asamblea General, o la Junta de socios deberán prever las reglas y preferencias para la adjudicación de los derechos sobre las viviendas, locales y construcciones complementarias, velando, en todo caso, por el acceso igualitario a la vivienda. También establecerán los derechos y obligaciones de los socios y de la sociedad cooperativa y, en particular, las reglas para el uso y disfrute de las viviendas.

El derecho sobre la vivienda podrá adquirirse con carácter de residencia habitual; para descanso o vacaciones; como residencia de personas mayores, discapacitadas o dependientes; para facilitar el acceso de jóvenes y/o grupos de población con especiales dificultades de acceso a la vivienda, o para cualquier otro de análogas características, con los límites establecidos en la presente ley, sin perjuicio de lo dispuesto en la legislación sobre vivienda protegida.

Se reconoce a las sociedades cooperativas de viviendas amplias facultades, tales como adquirir, parcelar y urbanizar terrenos y, en general, desarrollar cuantas actividades y trabajos sean necesarios para el cumplimiento del objeto social.

La ley remite a desarrollo reglamentario el régimen de estas entidades, si bien con arreglo a las directrices tales como:

· ninguna persona física podrá ser titular de derechos sobre más de dos viviendas en el ámbito geográfico que se determine,

· existirá la relación que cuantitativamente se determine entre el número de socios y las viviendas en promoción, 

· pueden estar integradas por personas jurídicas siempre que se garantice que los usuarios efectivos de las viviendas sean personas físicas,

· deberán contemplarse causas de baja justificada de carácter específico, tales como el cambio de centro o lugar de trabajo, la situación de desempleo, el aumento del importe de las cantidades para financiar las viviendas en el porcentaje que se determine, el retraso en su entrega, así como la modificación sustancial de las condiciones del contrato de adjudicación.

· supuestos específicos de sometimiento de las cuentas de la entidad a auditoría y de incompatibilidad con personas que integren las eventuales gestoras de estas entidades.

· el adelanto de cantidades para financiar las viviendas, locales u otras construcciones complementarias, se efectuará a través de una entidad de crédito,

· la transmisión de derechos sobre las viviendas, locales o construcciones por parte de los socios, así como las operaciones con terceras personas, se someterán a un régimen de prelación que contemplará el listado de personas solicitantes de vivienda.

· imposibilidad de disolución hasta el transcurso de un plazo de cinco años desde su ocupación efectiva, u otro superior.

- Decreto 351/2011, de 29 de noviembre, por el que se aprueba el Plan de Ordenación del Territorio de la aglomeración urbana de Almería y se crea su comisión de seguimiento. (BOJA núm. 2, de 4 de enero). 

Este Plan tiene naturaleza de Plan de Ordenación del Territorio de ámbito subregional, conforme a lo establecido en el artículo 5.1.b) de la Ley 1/1994, de 11 de enero, de Ordenación del Territorio de la Comunidad Autónoma de Andalucía.

El ámbito territorial de aplicación del Plan es el establecido en el artículo 2 del Decreto 521/2008, de 9 de diciembre, que incluye los términos municipales completos de Almería, Benahadux, Gádor, Huércal de Almería, Níjar, Pechina, Rioja, Santa de Fe de Mondújar y Viator.

El Plan de Ordenación del Territorio tiene por objeto establecer los elementos básicos para la organización y estructura del territorio en su ámbito y ser el marco de referencia territorial para el desarrollo y coordinación de las políticas, planes, programas y proyectos de las Administraciones y Entidades Públicas, así como para las actividades de los particulares.

El modelo territorial de la aglomeración urbana de Almería se conforma por el esquema de articulación territorial y por las zonas para la ordenación y compatibilización de usos y para la ordenación y mejora del paisaje, los recursos naturales y el patrimonio histórico y cultural, que está compuesto por:

a) El sistema de asentamientos de la aglomeración.

b) El sistema de comunicaciones y transportes.

c) El sistema de espacios libres.

d) Los equipamientos de carácter supramunicipal.

Conforman también el modelo territorial del Plan las zonas que por sus valores naturales, paisajísticos y culturales, por su posición estratégica o en razón de los riesgos deban quedar preservadas de la urbanización.

El modelo territorial del Plan se define de acuerdo con los objetivos generales establecidos en Decreto 521/2008, de 9 de diciembre, que son:

a) Asegurar la integración territorial de la aglomeración urbana de Almería en el sistema de ciudades de Andalucía, desarrollar sus potencialidades territoriales y contribuir a la cohesión territorial y social del ámbito del Plan.

b) Garantizar la coordinación de los contenidos del Plan con las determinaciones contenidas en los Planes de Ordenación del Territorio de ámbito subregional correspondientes a áreas geográficas colindantes.

c) Establecer las zonas que deben quedar preservadas del proceso de urbanización por sus valores o potencialidades ambientales, paisajísticas y culturales, o por estar sometidas a riesgos naturales o tecnológicos.

d) Identificar, en su caso, zonas de oportunidad para el desarrollo de usos y actividades económicas especializadas y para la ubicación de viviendas protegidas para la población del ámbito metropolitano.

e) Identificar las zonas de oportunidad para desarrollos turísticos especializados.

f) Reforzar la articulación externa e interna del ámbito territorial de la aglomeración urbana de Almería y la intermodalidad de los servicios de transporte, potenciando en especial el transporte público, en coherencia con lo que establezca el Plan de Transporte Metropolitano del Área de Almería: Plan de Movilidad Sostenible.

g) Establecer criterios que permitan dimensionar los crecimientos de las viviendas, equipamientos y dotaciones en coherencia con las necesidades previstas para el conjunto del ámbito territorial del Plan e identificar los suelos y las infraestructuras vinculadas al desarrollo de actividades productivas de alcance e incidencia supramunicipal.

h) Establecer una red de espacios libres de uso público integrada con las zonas urbanas, agrícolas y naturales y en el sistema de articulación territorial del ámbito.

i) Atender y ordenar las nuevas necesidades de infraestructuras energéticas e hidráulicas para el abastecimiento, saneamiento y tratamiento de residuos, y establecer los criterios

Estos objetivos generales, como manifiesta la memoria de ordenación, se desarrollarán de acuerdo los objetivos específicos de salvaguardar y poner en valor los recursos territoriales de la aglomeración, promover un desarrollo ordenado de los usos residenciales, y de las actividades económicas que reequilibre la excesiva centralización del sistema de asentamientos, mejorar la funcionalidad del espacio productivo de la agricultura y su ordenación, promover la creación de un espacio turístico diferenciado, promover las infraestructuras para el desarrollo territorial sostenible y reducir la incidencia de los riesgos naturales.

En concreto, se proponen actuaciones estructurantes en materia de viario y espacios libres, para la organización y recualificación de la conurbación de Almería, el impulso a la localización de nuevos espacios residenciales de interés supramunicipal y su localización de forma desconcentrada y desarrollo ejemplar, a fin de propiciar una distribución territorial más equilibrada, el desarrollo del sistema de asentamientos evitando la formación de nuevos núcleos de población o el mantenimiento de la identidad de los núcleos de población mediante la adaptación de los nuevos desarrollos urbanos al soporte territorial y la adopción de criterios que garanticen sus actuales características morfológicas.

Respecto a los efectos, los planes urbanísticos, las actividades de planificación e intervención singular de las Administraciones y la actuación de los particulares en la aglomeración urbana de Almería se ajustarán al contenido del presente Plan de Ordenación del Territorio, que les vincula en función del carácter de sus determinaciones.

Este Plan distingue entre Normas (N), Directrices (D) y Recomendaciones (R). 

Las determinaciones que tengan carácter de Normas y regulen las construcciones, usos y actividades en suelos clasificados como urbanizables o no urbanizables serán de aplicación directa sin necesidad de desarrollo posterior, y vinculantes para las Administraciones y Entidades Públicas y para los particulares. Son de aplicación directa y prevalecerán desde su entrada en vigor sobre las determinaciones de los planes con incidencia en la ordenación del territorio y sobre los instrumentos de planeamiento urbanístico general.

Las Directrices son determinaciones vinculantes en cuanto a sus fines y las administraciones a las que corresponda su desarrollo y aplicación dispondrán las medidas necesarias para la consecución de dichos fines.

Las Recomendaciones son determinaciones de carácter indicativo dirigidas a las Administraciones Públicas que, en caso de apartarse de las mismas, deberán justificar de forma expresa la decisión adoptada y su compatibilidad con los objetivos del Plan establecidos en los artículos que le sean de aplicación.

La Disposición adicional segunda dispone que las determinaciones de los Planes de Ordenación de Recursos Naturales cuyo ámbito de aplicación coincida total o parcialmente con el Plan de Ordenación del Territorio de la aglomeración urbana de Almería prevalecerán sobre las del citado Plan en las materias reguladas por dicha Ley. 

Las disposiciones transitorias del decreto obligan al planeamiento urbanístico general vigente en los municipios incluidos en su ámbito a la adaptación a las determinaciones del Plan de Ordenación del Territorio en el plazo de 4 años desde la entrada en vigor. También deben adaptarse los instrumentos de planeamiento general en trámite, cualquiera que sea es estado de tramitación alcanzado.

- Decreto 1/2012, de 10 de enero, por el que se aprueba el Reglamento regulador de los registros públicos municipales de demandantes de vivienda protegida y se modifica el Reglamento de Viviendas Protegidas de la Comunidad Autónoma de Andalucía. (BOJA núm. 19, de 30 de enero). 

Este decreto da cumplimiento a la obligación impuesta por el artículo 16.2 de la Ley 1/2010, de 8 de marzo, reguladora del derecho a la vivienda en Andalucía, al crear los registros públicos municipales de demandantes de vivienda protegida. También fija el marco jurídico y los criterios generales aplicables al procedimiento de selección de las personas adjudicatarias de vivienda protegida, (ex. art. 7 Ley 1/2010).

La finalidad de estos registros es la de proporcionar información sobre las necesidades de vivienda existentes en cada municipio, para la elaboración del Plan Municipal de Vivienda y Suelo, y la de fijar los mecanismos de selección para la adjudicación de vivienda protegida.

Estos registros tienen carácter municipal y son gestionados por cada municipio de forma independiente, si bien a la Consejería competente en materia de vivienda le corresponde la coordinación de todos ellos. A tal efecto, debe facilitársele información para la realización de una base de datos única, común y actualizada permanentemente.

El Reglamento establece los requisitos que habrán de reunir las personas demandantes de vivienda protegida. Los ingresos económicos están limitados conforme establezcan los programas en los planes autonómicos de vivienda y suelo y ningún miembro de la unidad familiar puede ser titular en pleno dominio de otra vivienda libre o protegida, excepto en caso de necesitar una vivienda adaptada a las circunstancias familiares por causa de aumento de la composición familiar, discapacidad o dependencia sobrevenida, sean víctimas de terrorismo o violencia de género, etc., en cuyo caso, están obligados a la venta de la vivienda en propiedad en el plazo de 6 meses desde la fecha de formalización de la escritura de compra de la nueva vivienda. Esta posibilidad se ha introducido a sugerencia del Defensor del pueblo andaluz.
También incluye los datos básicos que deberán figurar en las solicitudes de inscripción que se presenten, sin perjuicio de que cada Registro pueda requerir datos adicionales. Igualmente, se regula la necesidad de comprobación de estos datos antes de proceder a la inscripción, así como la modificación y actualización de los datos inscritos por variación de las circunstancias de las familias inscritas.

Respecto de la selección, a través del correspondiente Registro pueden seleccionarse no solo las personas adjudicatarias de las viviendas protegidas de nueva construcción sino también las de otras viviendas protegidas en segunda transmisión o libres, nuevas o usadas, ofrecidas, puestas a disposición o cedidas al Registro, a fin de aumentarse la oferta de viviendas a las personas demandantes inscritas.

En cuanto al sistema para la selección de las personas adjudicatarias de vivienda protegida, se deja libertad a cada Ayuntamiento para que a través de las bases reguladoras del Registro pueda elegir el que mejor se adecue a las circunstancias de su municipio, con respeto en todo caso a los principios de igualdad, publicidad, concurrencia y transparencia. Sin embargo, se regula pormenorizadamente el procedimiento de comunicación a la persona promotora de quienes sean adjudicatarias de las viviendas, previéndose los pasos a seguir en el caso de que el Registro no comunique la relación en el plazo establecido, o la misma resulte insuficiente para la adjudicación de la totalidad de las viviendas de la promoción.

El Decreto finalmente modifica el Reglamento de Viviendas Protegidas de la Comunidad Autónoma de Andalucía, aprobado por Decreto 149/2006, de 25 de julio, por el que se aprueba dicho Reglamento y se desarrollan determinadas disposiciones de la Ley 13/2005, de 11 de noviembre, de Medidas para la Vivienda Protegida y el Suelo, a fin de atender a los cambios normativos con la entrada en vigor de la Ley 5/2010, de 11 de junio, de Autonomía Local de Andalucía y la Ley 1/2010, de 8 de marzo, reguladora del derecho a la vivienda. También se modifica la estructura orgánica de la Consejería de Obras Públicas y Vivienda aprobada por el Decreto 407/2010, de 16 de noviembre, adscribiéndose a la Viceconsejería la Empresa Pública de Suelo de Andalucía, la Agencia Pública de Puertos de Andalucía y la Agencia de Obra Pública de la Junta de Andalucía.

- Decreto 2/2012, de 10 de enero, por el que se regula el régimen de las edificaciones y asentamientos existentes en suelo no urbanizable en la Comunidad Autónoma de Andalucía. (BOJA núm. 19, de 30 de enero). 

El objeto del decreto es regular el régimen urbanístico y el tratamiento de las edificaciones ubicadas en el suelo no urbanizable de la Comunidad Autónoma de Andalucía, así como reconocer su situación jurídica y satisfacer el interés general que representa la preservación de los valores propios de esta clase de suelo. 

A estos efectos, define las edificaciones como todo tipo de obras, instalaciones y construcciones susceptibles de soportar un uso que debe contar con licencia urbanística, sin perjuicio de los informes, dictámenes u otro tipo de pronunciamientos que fueran necesarios en razón de la legislación aplicable. 

En función de la ubicación de las edificaciones en el suelo no urbanizable, el decreto distingue las edificaciones aisladas, los asentamientos urbanos y los asentamientos que constituyen Hábitat Rural Diseminado.

1. Edificaciones aisladas, que en función de su situación jurídica, pueden darse los casos siguientes:

a) Edificaciones conformes con la ordenación territorial y urbanística vigente.

Los particulares están obligados a solicitar licencia cualquiera que sea el estado de construcción de la edificación e independientemente de que se hayan cumplido o no los plazos que tiene la Administración para la adopción de medidas de restablecimiento del orden jurídico infringido. 

En el caso de edificaciones anteriores a la ley del suelo de 1975 conformes con la ordenación vigente y no cuenten con licencia urbanística, deberá solicitarse una certificación administrativa acreditativa de su adecuación a la ordenación territorial y urbanística. 

En el caso de edificaciones conformes con la ordenación territorial o urbanística que cuenten con licencia urbanística, podrán obtener la licencia de ocupación o utilización si mantiene el uso originario o si el nuevo uso es compatible con la ordenación. 

b) Edificaciones que no se ajustan a la ordenación territorial y urbanística vigente en el municipio y fueron construidas conforme a la ordenación territorial y urbanística vigente en el momento del otorgamiento de la licencia urbanística, se considerarán fuera de ordenación.

El régimen jurídico aplicable es el propio de los usos fuera de ordenación. Son totalmente incompatibles con la ordenación las edificaciones ubicadas en suelos con la condición de dominio público, de especial protección por legislación específica o que presenten riesgos ciertos de erosión, desprendimientos, corrimientos, inundación u otros riegos naturales, riesgos tecnológicos o de otra procedencia en cuyo caso sólo se permitirán las obras que sean compatibles con la protección y no agraven la situación de riesgo.

Procederá la concesión de licencia de ocupación o utilización, si se mantiene el uso originario o, en el supuesto de cambio de uso, si el nuevo uso resulta compatible con la ordenación territorial y urbanística vigente. Para las edificaciones situadas en suelos de dominio público la concesión de licencia de ocupación o utilización se ajustará al régimen aplicable a dichos suelos.

c) Edificaciones que no se ajustan a la ordenación territorial y urbanística vigente en el municipio y que fueron construidas sin licencia o contraviniendo sus condiciones, y se hubiere agotado el plazo para adoptar medidas de protección de la legalidad urbanística y restablecimiento del orden jurídico infringido con anterioridad al establecimiento del régimen de protección especial o la imposición de cualquier otra limitación, se procederá a reconocer la situación de asimilado al de fuera de ordenación.

No procede este reconocimiento en el caso de edificaciones ubicadas en suelo no urbanizable de especial protección por normativa específica, territorial o urbanística, en terrenos de la Zona de Influencia del litoral, en suelos destinados a dotaciones públicas, o en suelos con riesgos ciertos de erosión, desprendimientos, corrimientos, inundaciones u otros riesgos naturales, tecnológicos o de otra procedencia, excepto en el supuesto previsto en el artículo 3.2.b), ni en el caso de edificaciones aisladas integradas en una parcelación urbanística que no constituye un asentamiento urbanístico conforme a lo dispuesto en este Decreto, y para la que no haya transcurrido el plazo para el restablecimiento del orden urbanístico infringido, si no se ha procedido a la reagrupación de las parcelas, conforme a lo dispuesto en el artículo 183.3 de la Ley 7/2002, de 17 de diciembre, de ordenación urbanística de Andalucía. 

Otorgado el reconocimiento de la situación de asimilado al régimen de fuera de ordenación, solo podrán autorizarse obras de reparación y conservación que exija el estricto mantenimiento de las condiciones de seguridad, habitabilidad y salubridad del inmueble.

En estas edificaciones asimiladas al régimen de fuera de ordenación, la prestación de los servicios básicos necesarios para desarrollar el uso al que se destinan cuando no se disponga de acceso a redes de infraestructuras, o cuando dicho acceso se haya realizado sin licencia urbanística, deberá resolverse mediante instalaciones de carácter autónomo, ambientalmente sostenibles y sujetas en todo caso a la normativa sectorial aplicable.

Excepcionalmente, podrá autorizarse la acometida a servicios básicos de abastecimiento de agua, saneamiento y energía eléctrica por compañía suministradora, siempre que estos estén accesibles, la compañía suministradora acredite la viabilidad de la acometida, y no induzcan a la implantación de nuevas edificaciones. 

No procederá la concesión de licencias de ocupación o de utilización, sin perjuicio de las condiciones que puedan establecerse por el Ayuntamiento en la resolución de reconocimiento, de conformidad con lo establecido en este Decreto. Esta resolución será la exigible por las compañías suministradoras para la contratación de los servicios a los efectos establecidos en el artículo 175.2 de la Ley 7/2002, de 17 de diciembre.

La concesión del reconocimiento de la situación de asimilado al régimen del fuera de ordenación lo será sin perjuicio de aquellas responsabilidades que pudiera haber incurrido su titular o de la instrucción de aquellos otros procedimientos a que hubiera dado lugar.

El decreto regula el procedimiento para el reconocimiento de la situación de asimilado al régimen de fuera de ordenación en los artículos 9 a 12, cuya competencia es municipal y que, en caso de denegación, el Ayuntamiento adoptará las medidas de protección de la legalidad urbanística y de restablecimiento del orden jurídico infringido que procedan.

2. Asentamientos urbanísticos.

El decreto regula la incorporación al planeamiento urbanístico de los asentamientos urbanísticos existentes en suelo no urbanizable, que remite a la redacción del Plan General de Ordenación Urbana o a la revisión total o parcial del mismo, valorando si se encuentran en alguna de las situaciones del artículo 46.1 de la Ley 7/2002, y hacen necesario mantener la clasificación de los terrenos como suelo no urbanizable. 

En todo caso, no procederá la incorporación de los asentamientos que estén ubicados en suelo no urbanizable de especial protección por legislación específica que sean incompatibles con el régimen de protección, los ubicados en suelo no urbanizable de especial protección por la planificación territorial, salvo que resulten compatibles con el régimen establecido por estos planes, los ubicados en suelo no urbanizable protegido por el planeamiento urbanístico en vigor salvo que se acredite la inexistencia de los valores que determinaron la protección de dichos terrenos y siempre que la desaparición de esos valores no tenga su causa en el propio asentamiento, los ubicados en suelos con riesgos ciertos de erosión, desprendimientos, corrimientos, inundaciones u otros riesgos naturales, riesgos tecnológicos o de otra procedencia cuando tales riesgos queden acreditados en la tramitación del planeamiento urbanístico por el órgano sectorial competente y los ubicados en suelos destinados a dotaciones públicas.

En estos casos, la administración adoptará medidas de restablecimiento de la legalidad urbanística infringida.

Los asentamientos urbanísticos que cumplan las condiciones del artículo 45.1.b) de la Ley 7/2000 se incorporarán al PGOU con la clasificación de suelo urbano no consolidado. Aquellos cuyo grado de consolidación por la edificación no permita su clasificación como suelo urbano no consolidado y sean contiguos con los núcleos existentes, deberán incorporarse a los suelo urbanizables sectorizados del municipio.

La incorporación al PGOU exigirá la posterior implantación de las dotaciones y servicios básicos necesarios para alcanzar la condición de suelo urbano consolidado y las infraestructuras exón de suelo urbano consolidado y las infraestructuras exteriores necesarias para la conexión con las existentes en el municipio.

En la formulación del PGOU se incluirá un inventario de estos asentamientos, que concluirá con un diagnóstico. El PGOU establecerá las determinaciones de desarrollo para cada uno de los asentamientos.

Se admite la posibilidad de eximir del cumplimiento parcial de las reglas sustantivas y los estándares de ordenación previstos en la ley 7/2000.

El decreto impone a los propietarios de estos asentamientos la obligación de costearla urbanización y las infraestructuras exteriores necesarias así como la cesión de los terrenos destinados a dotaciones públicas y demás deberes en función de la clase de suelo en la que se sitúe la actuación. La gestión se realizará por el sistema de compensación y, una vez ejecutada la urbanización, el Ayuntamiento procederá a la recepción de las obras, sin perjuicio de que los propietarios participen en el mantenimiento en la forma que determine el planeamiento urbanístico.

Es necesaria la recepción municipal de las obras de urbanización para que pueda procederse a la legalización de las edificaciones terminadas y conformes con la legislación urbanística.

3. Ámbitos del hábitat rural diseminado.

El Plan General, o sus innovaciones, reconocerán e identificarán los ámbitos del Hábitat Rural Diseminado existentes, y los clasificará como suelo no urbanizable. Las determinaciones para su ordenación pueden establecerse directamente por el planeamiento general o bien mediante la redacción de planes especiales de iniciativa municipal, para los que se establece su alcance y contenido. Dado que estos asentamientos se sitúan en el suelo no urbanizable, se prevé que la mejora de las comunicaciones y la implantación de los servicios se lleve a cabo mediante obras públicas ordinarias, debiéndose imputar el coste de las mejoras a las personas propietarias beneficiadas por la actuación.

Aunque para la aplicación plena de este Decreto se exige que el municipio cuente con Plan General de Ordenación Urbanística, con la intención de hacer aplicable sus normas sobre edificaciones aisladas a los municipios sin planeamiento urbanístico ni Proyecto de Delimitación de Suelo Urbano, la Disposición transitoria primera distingue entre los terrenos que deben considerarse como suelo urbano y los que se deben considerar como suelo no urbanizable, partiendo de las condiciones exigidas para el suelo urbano por el artículo 45 de la Ley 7/2002, de 17 de diciembre.

En la disposiciones transitorias segunda y tercera se especifica que en tanto se produzca la aprobación del Plan General de Ordenación Urbanística del respectivo municipio, no procederá el reconocimiento de la situación de asimilado al régimen de fuera de ordenación a las edificaciones ubicadas en los asentamientos urbanísticos; así mismo, en los ámbitos de Hábitat Rural Diseminado, a las edificaciones les será de aplicación el régimen de las edificaciones aisladas.

La disposición final primera incorpora un nuevo artículo al Reglamento de Disciplina Urbanística relativo a los Planes Municipales de Inspección Urbanística con la intención de armonizar su documentación; se modifica también la redacción del artículo 53 de ese Reglamento al objeto de adaptar su contenido a lo dispuesto en este Decreto y se añade una nueva Disposición transitoria consecuencia de la promulgación del Real Decreto Ley 8/2011, de 1 de julio, de medidas de apoyo a los deudores hipotecarios, de control del gasto público y cancelación de deudas con empresas y autónomos contraídas por las entidades locales, de fomento de la actividad empresarial e impulso de la rehabilitación y de simplificación administrativa.

- Decreto 5/2012, de 17 de enero, por el que se regula la autorización ambiental integrada y se modifica el Decreto 356/2010, de 3 de agosto, por el que se regula la autorización ambiental integrada. (BOJA núm. 18, de 27 de enero). 

Este Decreto incorpora el enfoque integrado que propugna la Directiva 2008/1/CE, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 15 de enero de 2008, relativa a la prevención y al control integrados de la contaminación, que deroga la Directiva 96/61/CE del Consejo, de 24 de septiembre, relativa a la prevención y control integrados de la contaminación, transpuesta a nuestro derecho interno por la Ley 16/2002, de 1 de julio, de prevención y control integrados de la contaminación. 
La visión que incorpora la prevención y el control integrados de la contaminación obliga a una renovación de los instrumentos de intervención administrativa en materia de prevención ambiental que regula la normativa autonómica andaluza. 
Aborda la incidencia ambiental de una serie de instalaciones industriales, evitando o reduciendo la transferencia de contaminación de un medio a otro. Se simplifican los procedimientos con el fin de que el resultado de la evaluación global de la actividad culmine en una resolución única, la autorización ambiental integrada. Se determinan en la autorización los valores límite exigibles de sustancias contaminantes conforme a las mejores técnicas disponibles en el mercado para conseguir el menor impacto ambiental, entendiendo por éstas las que sean viables económicamente, sin poner en peligro la propia continuidad de la actividad productiva de la instalación.

En lo que a la esfera urbanística se refiere, aparte de que la autorización ambiental integrada tiene por objeto integrar en una resolución única los pronunciamientos, decisiones y autorizaciones de contenido ambiental que sean necesarios con carácter previo a la implantación y puesta en marcha de determinadas actividades, el decreto también regula el informe de compatibilidad con el planeamiento territorial y urbanístico. Este informe debe solicitarse al Ayuntamiento en cuyo territorio va a ubicarse la instalación, con carácter previo a la solicitud de la autorización ambiental integrada. El plazo máximo para la emisión del informe es de 30 días. Es vinculante. Si la actividad afecta a más de un municipio, el interesado deberá presentar informe de compatibilidad urbanística en los municipios afectados. Si determina que la instalación es incompatible con el planeamiento territorial o urbanístico vigente, el órgano ambiental dictará resolución motivada poniendo fin al procedimiento y archivando las actuaciones. Este informe es independiente de la licencia de obras o cualquier otra autorización que exija la normativa urbanística o de ordenación de la edificación.

Una vez otorgada la autorización ambiental integrada, la instalación no podrá iniciar su actividad hasta que se compruebe el cumplimiento de las condiciones fijadas en la autorización, sin perjuicio del resto de las licencias o autorizaciones que requiere la legislación sectorial aplicable.

E) ASTURIAS

- Decreto 258/2011, de 26 de octubre, por el que se regula la composición, competencias y funcionamiento de la Comisión de Urbanismo y Ordenación del Territorio del Principado de Asturias. (BOPA núm. 255, de 4 de noviembre).

La Comisión de Urbanismo y Ordenación del Territorio de Asturias (CUOTA), se adscribe a la Consejería de Fomento, Ordenación del Territorio y Medio Ambiente. Se constituye como órgano colegiado que ejerce funciones de consulta, coordinación, impulsión y, en su caso, resolución, sobre cuestiones tanto urbanísticas como de ordenación territorial.

Funciona en Pleno, Comisión Ejecutiva y Comisión Permanente. Regula el funcionamiento y composición de estos órganos y les atribuye una serie de competencias.

Las funciones del Pleno son:

1. Aprobación de instrumentos de ordenación del territorio y urbanísticos. En concreto, le corresponde la aprobación inicial de las Directrices de Ordenación del Territorio, su revisión y modificación, y proposición al Consejo de Gobierno del acuerdo que proceda, sobre la aprobación definitiva; proponer al Consejo de Gobierno el acuerdo que proceda sobre la modificación no sustancial y actualización de las Directrices de Ordenación del Territorio; emitir informe previo a la formulación o aprobación inicial de los planes territoriales especiales, y aprobarlos definitivamente; informar los Programas de Actuación Territorial y la aprobación inicial y definitiva del Catálogo de Núcleos Rurales y sus modificaciones.

2. Emisión de informes previos en los casos siguientes: en la aprobación inicial y definitiva de los Planes Generales de Ordenación intermunicipales; en la aprobación de normas provisionales en caso de suspensión del planeamiento por el Consejo de Gobierno; en la aprobación definitiva de los Planes Generales de Ordenación de los ayuntamientos, con un número de habitantes igual o superior a 15.000, que tengan delegada la competencia de aprobación definitiva, así como en sus revisiones parciales o modificaciones de considerable trascendencia urbanística y territorial; en el trámite de audiencia sobre la suspensión de la vigencia de un instrumento de planeamiento urbanístico, en los supuestos del artículo 102.1 del Texto Refundido de las disposiciones legales vigentes en materia de ordenación del territorio y urbanismo y, finalmente, sobre los asuntos que la Comisión Ejecutiva y la comisión Permanente eleven a su consideración, por tener especial relevancia urbanística y territorial.

Las funciones de la Comisión Ejecutiva son:

1. Emitir informe en los Planes Generales de Ordenación de los ayuntamientos de menos de 15.000 habitantes que tengan delegada la competencia de aprobación definitiva previamente a ésta, así como en sus revisiones parciales o modificaciones de considerable trascendencia urbanística y territorial.

2. Aprobación definitiva de los PGOU de los ayuntamientos de menos de 15.000 habitantes que no tengan delegada la competencia, así como sus revisiones parciales o modificaciones de considerable trascendencia urbanística y territorial, la aprobación inicial y definitiva de los planes parciales y especiales en Actuaciones Urbanísticas Concertadas y la aprobación definitiva de los Planes Especiales de los procedimientos de ordenación especial de áreas con destino a viviendas protegidas.

2. Delegar en los ayuntamientos o entidades supramunicipales la competencia para el otorgamiento de las autorizaciones previas a la concesión de licencias que sean exigibles por la normativa urbanística en el suelo no urbanizable.

4. Aprobar los expedientes de expropiación forzosa por tasación conjunta.

5. Informar la delimitación de áreas sujetas al ejercicio de los derechos de tanteo y retracto.

Las competencias de la Comisión Permanente son:

- En materia de ordenación del territorio le corresponde emitir informe en Planes Rectores de Uso y Gestión de Parque Natural, cuando sea preceptivo, informar previamente las autorizaciones de usos permitidos en la servidumbre de protección en el litoral, las instalaciones de servicios de temporada, los deslindes del dominio público marítimo-terrestre y las normas que vaya a dictar la Administración General del Estado para la protección de tramos de costa no deslindados; así como cualesquiera otros pronunciamientos que, sobre usos e instalaciones en el litoral asturiano, le atribuya la normativa existente e informar los proyectos de obras con repercusión territorial promovidos por el Principado de Asturias, en caso de disconformidad con el planeamiento manifestada por el Ayuntamiento.

- En materia de planeamiento y gestión urbanística le corresponde la emisión de informe en las modificaciones de los PGOU de los ayuntamientos que tengan delegada la competencia de aprobación definitiva, cuando no esté atribuida su emisión al Pleno o a la Comisión Ejecutiva; la aprobación definitiva de las modificaciones de estos mismos PGOU; la aprobación definitiva de los Planes Parciales y Especiales en las Actuaciones Urbanísticas Concertadas, cuando no experimenten modificaciones sustanciales respecto de la aprobación inicial, emitir informe en los Planes Parciales, Planes Especiales y Estudios de Implantación y resolver sobre la aprobación de los proyectos de reparcelación, en caso de inactividad municipal.

- En materia de licencias urbanísticas tiene atribuidas las facultades de emitir informes técnicos o jurídicos previos a la concesión de licencias en caso de carencia de servicios por la entidad otorgante, cuando el ayuntamiento no esté adscrito a una oficina urbanística territorial; de autorizar, previa información pública y a propuesta del respectivo Ayuntamiento, construcciones destinadas a fines industriales sobre suelos a los que el planeamiento en vigor asigne un destino industrial, pero que por no haber sido objeto de la necesaria gestión, mantengan las características del suelo no urbanizable en los términos establecidos en los arts. 120 y 129.2 del Texto Refundido de las disposiciones legales vigentes en materia de ordenación del territorio y urbanismo; otorgar las autorizaciones previas a la concesión de licencias que sean exigibles por la normativa urbanística para actuaciones en suelo no urbanizable; otorgar licencia urbanística en vía subrogatoria, si así se prevé en la legislación de régimen local.

- En disciplina urbanística le corresponde emitir informe en los procedimientos sancionadores en materia urbanística, previo a la imposición de sanciones, tanto por el titular de la Consejería como por el Consejo de Gobierno.

Por último, las ponencias específicas son facultativas. Pueden constituirse por acuerdo del Pleno de la Comisión o por Resolución del titular de la Consejería de Fomento, Ordenación del Territorio y Medio Ambiente. Tienen funciones de estudio y elaboración de informes sobre temas legales y de planificación relacionados con la ordenación del territorio y el urbanismo. La composición y funcionamiento se determinará en el acto de su constitución.

- Resolución de 28 de octubre de 2011, de la Consejería de Fomento, Ordenación del Territorio y Medio Ambiente, por la que se delegan competencias en el titular de la Dirección General de Ordenación del Territorio y Urbanismo. (BOPA núm. 257, de 7 de noviembre).

El consejero de Fomento, Ordenación del Territorio y Medio Ambiente delega en la Dirección General de Ordenación del Territorio y Urbanismo, entre otras competencias, el requerimiento de anulación de licencias o acuerdos urbanísticos municipales, cuando incurran en cualquier infracción del ordenamiento jurídico o del planeamiento vigente; todas las actuaciones necesarias para la adecuación de las obras a la licencia concedida, así como todas las medidas encaminadas a restaurar la realidad física alterada o transformada, tanto en el caso de obras ejecutadas sin licencia como en aquellas que se separen de las condiciones de la misma, en uno y otro caso cuando no sean ejercidas por la entidad local; la autorización de los usos permitidos en la zona de servidumbre de protección del dominio público marítimo-terrestre; la autorización con carácter excepcional y sólo en aquellos supuestos en que su utilidad pública o interés social lo aconsejen por no existir emplazamientos alternativos, cualquier uso, con excepción de los cultivos y plantaciones, en la zona de protección específica, ello entendido sin perjuicio de las competencias que le correspondan al Consejo de Gobierno en esta materia.

g) Las previstas los artículos 91 bis, apartados 4, 5 y  6 del texto refundido de las disposiciones legales vigentes en materia de ordenación del territorio y urbanismo, esto es, en el caso de la tramitación de la ordenación especial de áreas con destino a viviendas protegidas, las relativas a la idoneidad de la operación, audiencia en caso de que se impongan condiciones y, caso de que se declare la idoneidad, remitir al Ayuntamiento una propuesta de convenio entre la Administración del Principado de Asturias y la corporación local.

- Resolución de 28 de octubre de 2011, de la Consejería de Fomento, Ordenación del Territorio y Medio Ambiente, por la que se delegan competencias en el titular de la Dirección General de Medio Ambiente. (BOPA núm. 262, de 12 de noviembre).

El consejero de Fomento, Ordenación del Territorio y Medio Ambiente delega en la Dirección General de Medio Ambiente, entre otras, las autorizaciones administrativas en materia de calidad del aire previstas en la Ley 34/2007, de 15 de noviembre, de calidad del aire y protección de la atmósfera, las autorizaciones de vertido al dominio público marítimo terrestre, con arreglo a lo previsto en la Ley 22/1988, de 28 de julio, de Costas, las autorizaciones de vertido de aguas residuales industriales a los sistemas públicos de saneamiento, con arreglo a lo previsto en la Ley del Principado de Asturias 5/2002, de 3 de junio, sobre vertidos de aguas residuales industriales en los sistemas públicos de saneamiento y la autorización de actividades de producción y gestión de residuos, incluidos los sistemas integrados de gestión, de acuerdo con lo dispuesto en la Ley 22/2011, de 28 de julio, de residuos y suelos contaminados; en todos estos casos, cuando no se refieran a instalaciones sometidas al régimen de la Autorización Ambiental Integrada.

También le atribuyen la formulación de las determinaciones ambientales de los proyectos sujetos a evaluación preliminar de impacto ambiental, la emisión de informes de imposición de medidas correctoras en las modificaciones no sustanciales de instalaciones incluidas en el ámbito de aplicación de la Ley 16/2002, de 1 de julio, de prevención y control integrados de la contaminación y la emisión de informes de calificación e imposición, en su caso, de medidas correctoras de las actividades incluidas en el Decreto 2414/1961, de 30 de noviembre, por el que se aprueba el Reglamento de Actividades Molestas, Insalubres, Nocivas y Peligrosas.

F) CANTABRIA

- Ley de Cantabria 5/2011, de 29 de diciembre, de Medidas Fiscales y Administrativas. (BOCANT extraordinario núm. 71, de 29 de diciembre).

En el Título II, dedicado a las medidas administrativas, se modifican diversos textos legales cántabros. Solamente nos referiremos a aquellos con incidencia en materia urbanística o de ordenación del territorio, que afectan a la Ley 17/2006, de 11 de diciembre, de Control Ambiental Integrado y la Ley 2/2001, de 25 de junio, de ordenación territorial y régimen urbanístico del suelo de Cantabria.

En lo que respecta a la primera de esas leyes las modificaciones son varias:

· añade el art. 24.3. Después de indicar el objeto de la evaluación ambiental y cuáles son los instrumentos que deben someterse a ella, el apartado 3 del artículo 24 posibilita al consejero competente en materia de medio ambiente la iniciativa, debidamente motivada, para someter a evaluación ambiental de planes o programas, o a evaluación de impacto ambiental de proyectos, actividades o instalaciones, cualquier actuación que, sin estar incluida en los anexos de la presente Ley, se considere que puede tener repercusiones significativas sobre el medio ambiente.

· modifica el artículo 25.3.a) de la ley para eliminar el visado colegial del informe de sostenibilidad ambiental.

· modifica la DF1ª para permitir mediante decreto la modificación de los anexos de la ley “cuando sea necesario actualizar, mejorar o aclarar su contenido con el fin de lograr una eficaz protección del medio ambiente”.

· modifica la DT1ª.3, al disponer que, en el caso de actividades e instalaciones preexistentes, el acta de conformidad ambiental (ex. Art. 34) solo será exigible a las actividades que vayan a iniciar su funcionamiento con posterioridad a la entrada en vigor de la ley de medidas.

La modificación de la Ley de ordenación territorial y de régimen urbanístico afecta al párrafo primero del artículo 26.1 y al párrafo primero de la DT 1ª.4. En el primer artículo amplía el concepto de los proyectos singulares de interés regional, añadiendo la implantación de instalaciones destinadas a usos productivos y terciarios y de viviendas sometidas a algún régimen de protección pública. La modificación de la DT 1ª permite que, transcurrido el plazo de 4 años, puedan realizarse modificaciones puntuales del planeamiento o de las normas que tengan por objeto la regulación de la implantación de instalaciones destinadas a usos productivos y terciarios, infraestructuras, equipamientos, servicios de especial importancia así como viviendas sometidas a algún régimen de protección pública, siempre que no impliquen alteración de la clasificación del suelo.

G) LA RIOJA

- Ley 7/2011, de 22 de diciembre, de Medidas Fiscales y Administrativas para el año 2012. (BOR núm. 166, de 28 de diciembre). Corrección de error en BOR núm. 167, de 30 de diciembre.

La Ley 7/2011 modifica diversas leyes.

El artículo 38 modifica el artículo 27 bis.5 de la Ley 3/2005, de 14 de marzo, de Ordenación de la Actividad Comercial y las Actividades Feriales de La Rioja, que regula el procedimiento de concesión de la licencia comercial. Es este procedimiento se exige un informe municipal debidamente motivado, vinculante si fuere desfavorable, sobre el proyecto presentado, que debe pronunciarse al menos la aptitud del uso proyectado del suelo al planeamiento urbanístico municipal vigente o la necesidad de su modificación, el impacto en la red viaria, infraestructuras y servicios públicos municipales, los efectos sociales en el entorno urbano y cualquier otro efecto del proyecto que considere de interés.

La modificación introducida requiere que simultáneamente a este trámite municipal, el órgano responsable de la gestión del expediente de la Administración autonómica procederá en las condiciones que reglamentariamente se determinen a realizar las siguientes actuaciones:

a) Solicitar informe de impacto del proyecto a la autoridad autonómica competente en protección del medio ambiente, ordenación territorial, calidad ambiental y medio natural, si el proyecto pretende ubicarse en suelo no urbanizable, susceptible de cambio de uso mediante la transformación urbanística consecuente.

b) Solicitar informe del proyecto a la autoridad autonómica competente en materia de patrimonio histórico-artístico si el proyecto es susceptible de afectar a un bien jurídico protegido en esa materia.

Además, establece que el proyecto debe ser sometido a información pública, pudiendo realizar este trámite la Administración municipal correspondiente, dando conocimiento de su resultado a la Administración autonómica competente en materia de comercio interior o, en su defecto, será realizado por esta última Administración.

También se modifica el artículo 27 bis.10 que dispone que “la transmisión de la titularidad del establecimiento sometido a licencia comercial requerirá su previa comunicación al órgano competente para su concesión”.

El artículo 39 modifica el artículo 28.1 de la Ley 4/2000, de 25 de octubre, de Espectáculos Públicos y Actividades Recreativas de La Rioja relativo al horario general de los establecimientos o locales donde se desarrollen espectáculos públicos y actividades recreativas, cuya determinación corresponde por decreto al Gobierno, previo informe del Consejo Riojano de Espectáculos Públicos y Actividades Recreativas. 

El artículo 41 da una nueva redacción a los artículos 104 y 105, relativos a las modificaciones de planeamiento, y las disposiciones transitorias primera y tercera y final segunda de la Ley 5/2006, de 2 de mayo, de Ordenación del Territorio y Urbanismo de La Rioja.

Dispone que el PGM distinga, identificándolos expresamente en sus normas urbanísticas, aquellos elementos de la ordenación y determinaciones que, aun formando parte del contenido de su documentación, no correspondan por su naturaleza y alcance al nivel de planeamiento general, sino al de su desarrollo.

Cuando la modificación de planeamiento tienda a incrementar la densidad de población, se requerirá para aprobarla la previsión de mayores espacios libres de dominio y uso público, en proporción de 5 m2/hab. de sistema general de espacios libres públicos destinados a parques y zonas verdes, excepto en municipios cuya población no supere los 100 habitantes, siempre que el incremento no conlleve la supresión de espacios libres de dominio y uso público existentes y previstos. En ningún caso, puede reducirse el estándar mínimo de sistemas generales destinado a espacios libres públicos destinados a parques y zonas verdes, previsto en el artículo 63, por debajo de 5 m2/hab.

Si la modificación de planeamiento tiene por objeto la clasificación de nuevo suelo urbano, sin perjuicio de la previsión del apartado anterior, deberá preverse los mismos módulos de reserva aplicables a los planes parciales, salvo que la superficie afectada por la modificación sea menor de 1.000 m2 construidos.

Cuando la modificación tenga por objeto una diferente zonificación o uso urbanístico de las zonas verdes, dotaciones públicas y espacios libres de dominio y uso público, existentes y previstos en el plan, se requerirá para aprobarla la previsión de un incremento equivalente en la superficie o edificabilidad de tales espacios y de igual calidad.

Cuando la modificación afecte a un uso residencial deberá justificarse necesariamente que con la modificación no se reducen los porcentajes que, en aplicación de lo dispuesto en el artículo 69 de la ley, ha previsto el PGM para la construcción de viviendas sujetas a algún régimen de protección pública. Si la modificación afecta a la edificabilidad o al número de viviendas en ámbitos de suelo urbanizable delimitado, se aplicarán las mismas condiciones que las previstas en el artículo 69 de la ley.

Cuando la modificación de planeamiento tenga por objeto la delimitación de sectores en suelo urbanizable no delimitado o la clasificación de suelo no urbanizable como urbanizable delimitado, deberá garantizarse el mantenimiento de la previsión para dotaciones de sistema general a que se refiere el artículo 67.b) de la presente ley.

No se considerarán modificaciones del planeamiento general los reajustes de las determinaciones que introduzca el planeamiento de desarrollo como consecuencia del estudio preciso de la ordenación más detallada, siempre que no afecten a la estructura fundamental del planeamiento general ni a los usos globales y niveles de intensidad fijados en el mismo, no supongan una disminución de las superficies de terrenos destinadas a zonas verdes y espacios libres de dominio y uso público, ni de equipamientos ni de dotaciones y no impliquen un aumento del aprovechamiento urbanístico ni de la densidad de viviendas o edificaciones".

El artículo 105 dispone que el procedimiento de revisión o, en su caso, modificación del planeamiento deberá sujetarse a las reglas propias de la figura a que tales determinaciones y elementos correspondan, por razones de su rango o naturaleza.

En el primer caso se seguirá el procedimiento de modificación del planeamiento de desarrollo. 

Cuando la modificación de planeamiento conlleve la delimitación de unidades de ejecución o un cambio en la delimitación de unidades ya existentes, la aprobación inicial deberá notificarse a todos los propietarios afectados para que en el plazo de un mes presenten las alegaciones que estimen oportunas. 

La modificación de los catálogos corresponderá a los ayuntamientos, previa consulta al órgano competente en materia de protección del patrimonio, y seguirá el procedimiento de tramitación del planeamiento de desarrollo.

También se establece la transitoriedad de la aplicación de esta reforma legal. La D.T. 1ª aclara que los municipios que a la entrada en vigor de la presente ley se hubiesen adaptado ya a las determinaciones de la Ley 10/1998, de 2 de julio, deberán adaptarse a la nueva ley dentro de los diez años siguientes a su entrada en vigor. Los que no lo hubieren hecho, deberán adaptarse a la actual en el mismo plazo de diez años. Transcurridos estos plazos, la COTU no podrá aprobar definitivamente modificaciones puntuales de instrumentos de planeamiento no adaptados que persigan un cambio en la clasificación de suelo o un cambio de zonificación que suponga incremento de la densidad de población.

En tanto no se proceda a su adaptación, se aplicarán las determinaciones del planeamiento vigente que no sean contrarias a esta ley. Además, cuando existan circunstancias que así lo aconsejen, el consejero competente en materia de urbanismo podrá ordenar anticipadamente la adaptación del planeamiento a lo dispuesto en esta ley.

En el caso de municipios sin planeamiento, la D.T. 3ª les obliga a que, en el plazo de diez años, redacten y sometan a la aprobación de la COTU su Plan General Municipal. Hasta el momento de la aprobación definitiva de tales instrumentos de planeamiento se regirán por las determinaciones contenidas en las Normas Urbanísticas Regionales.

También modifica la D. F. 2ª de la ley de ordenación de territorio y urbanismo, que regula el estándar de zonas verdes. Autoriza al Gobierno de La Rioja a modificar mediante decreto, y con carácter general, los estándares previstos en el artículo 60.1.b) de la ley. Añade que en el planeamiento general y en sus modificaciones, la determinación de la superficie destinada a zonas verdes se considerará 1 hab./35m2 construidos edificables de uso residencial en el caso de que se fije la edificabilidad, o 3,5 hab./vivienda si se establece el número de viviendas. 

Sin embargo, en la redacción del PGM o modificaciones puntuales de adaptación a edificaciones existentes, para el cálculo de la densidad de población de las zonas ya construidas, excepcional y motivadamente, se podrán aplicar otras ratios objetivas de densidad, que deberán justificarse conforme a las características propias del municipio.

El artículo 43 modifica el artículo 53.2.3 de la Ley 5/2002, de 8 de octubre, de Protección del Medio Ambiente de La Rioja, sobre infracciones leves.

Finalmente, el artículo 46 añade el apartado 6 del artículo 48 de la Ley 2/2007, de 1 de marzo, de Vivienda de la Comunidad Autónoma de La Rioja.

El artículo 48 regula la descalificación de las viviendas protegidas. El nuevo apartado 6 permite la descalificación voluntaria y mediante decreto, el Consejo de Gobierno de La Rioja regulará el alcance temporal y las condiciones para la autorización de la descalificación.

Excepcionalmente, los promotores podrán solicitar la descalificación voluntaria de aquellas viviendas de protección oficial de las que sean propietarios y que no hayan sido objeto de primera transmisión, siempre que se cumplan los siguientes requisitos:

- Que haya transcurrido un año desde la expedición de la cédula de calificación definitiva.

· Que se acredite haber realizado oportuna oferta de las viviendas, con sorteo notarial incluido, entre los demandantes de vivienda protegida inscritos en el Registro de solicitantes de viviendas protegidas de la CAR y persistan las viviendas sin vender.

· Que se acredite la cancelación del préstamo cualificado y el reintegro de cuantas ayudas públicas se hayan recibido más los intereses legales desde su percepción.

- Orden 4/2011, de 23 de diciembre, de la Consejería de Obras Públicas, Política Local y Territorial por la que se prorroga la vigencia de medidas excepcionales del plan de vivienda de La Rioja 2009.2012, aprobado por Decreto 22/2009, de 8 de mayo, modificado por Decreto 53/2010, de 19 de noviembre. (BOR núm. 167, de 30 de diciembre).

Con esta prórroga, la regulación de las medidas establecida en el Decreto 22/2009 permanece invariable excepto en lo relativo al periodo de vigencia que es el fijado en esta Orden, 31 de diciembre de 2012.

Podrán solicitarse hasta el 31 de diciembre de 2012 la ayuda social de alquiler y la ayuda a los promotores para el arrendamiento de viviendas libres, Alquiler-Empresas, previstas en las Disposiciones adicionales 10ª y 11ª del Decreto 22/2009. 

Las viviendas protegidas de nueva construcción calificadas al amparo del Plan Estatal de Vivienda 2005-2008 y del Plan de Vivienda de La Rioja 2005-2008 con destino a venta, en cualquiera de sus regímenes, especial, general, concertado y pactado, podrán ofrecerse en arrendamiento autonómico a 5 años con opción de compra o en arrendamiento a 25 o 10 años hasta el día 31 de diciembre de 2012, en las condiciones de renta y venta establecidas en el Decreto 22/2009 (Disposiciones transitorias 5ª y 6ª).

Hasta el 31 de diciembre de 2012 los propietarios de las viviendas protegidas calificadas definitivamente para venta en el marco de planes estatales de vivienda que no hubieran sido vendidas a personas físicas podrán ponerlas en arrendamiento. Las rentas máximas aplicables serán las establecidas en el Real Decreto 2066/2008, de 12 de diciembre, para las viviendas protegidas en alquiler a 10 años. El precio de venta, transcurrido el plazo de tenencia en régimen de arrendamiento, será el que corresponda, en ese momento, a una vivienda protegida de nueva construcción, en la misma ubicación, calificada para venta.

Hasta el 31 de diciembre de 2012 los demandantes de vivienda protegida en situación de baja forzosa por renuncia injustificada a la vivienda previamente adjudicada podrán inscribirse en el Registro de solicitantes de vivienda protegida de la Comunidad Autónoma de La Rioja antes de finalizar los cinco años desde la firmeza de la resolución que la declare si cumplen los requisitos exigidos por la normativa sectorial vigente al efecto.

H) MURCIA

- Ley 7/2011, de 26 de diciembre, de medidas fiscales y de fomento económico de la Región de Murcia. (BORM núm. 301, de 31 de diciembre). 

Como novedad de la ley de medidas, y con una incidencia tangencial, al menos, en el ámbito de la ordenación urbanística y del territorio, el Capítulo I del Título II crea el impuesto sobre instalaciones que incidan en el medio ambiente de la Región de Murcia (art. 6). Es un tributo que grava la incidencia, alteración o riesgo de deterioro que sobre el medio ambiente de la Comunidad Autónoma de Murcia ocasione la realización de actividades de producción de energía eléctrica, a través de las instalaciones y demás elementos patrimoniales afectos a las mismas, con el fin de contribuir a compensar a la sociedad el coste que soporta y a frenar el deterioro del entorno natural. 

La ley lo configura como un instrumento para el fomento de las energías renovables o limpias, como son la energía solar y la eólica. 

El Título III regula los Proyectos Estratégicos en el ámbito de la CA de la Región de Murcia, definidos como aquellos proyectos de inversión que contribuyan al desarrollo económico, social y territorial de la CA. En lo que aquí interesa, estos proyectos tendrán, en sus distintos trámites, un carácter prioritario y urgente para toda la Administración pública regional, de manera que se agilice su implantación y puesta en marcha, reduciéndose los plazos ordinarios de trámites previstos en las leyes, decretos y órdenes regionales, a la mitad, salvo los relativos a la presentación de solicitudes y recursos, a los procedimientos de concurrencia competitiva y a los de naturaleza fiscal, afectando esta reducción de plazos en las tramitaciones, licencias e informes de las corporaciones locales regulados por las leyes regionales.

La declaración de proyecto estratégico llevará aparejada la declaración de utilidad pública e interés social y la necesidad de urgente ocupación a los efectos de expropiación forzosa de los bienes y derechos que resulten afectados por las conexiones exteriores con las redes de infraestructuras y servicios generales.

Esta ley de medidas modifica la Ley del Patrimonio de la Comunidad Autónoma de Murcia. En concreto, introduce una nueva disposición adicional sexta autorizando al Consejo de Gobierno para delimitar los supuestos en los cuales los empleados públicos pueden acceder al disfrute de una vivienda por razón del puesto de trabajo desempeñado, atendiendo, a estos efectos, a las necesidades del servicio, razones de seguridad, representatividad y al contenido del puesto de trabajo de que se trate.

Puede exigir al personal afectado el abono de los gastos de mantenimiento de la vivienda y el de los gastos medibles por contador y el cese en el puesto de trabajo entrañará necesariamente el desalojo de la vivienda.

En caso de que las viviendas estén integradas en el Patrimonio de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia o en el de sus entes públicos y tengan la consideración de bienes demaniales afectos a los servicios de la Consejería o ente respectivo, corresponderá a éstos el ejercicio de las competencias demaniales, así como el ejercicio de los derechos y el cumplimiento de las obligaciones derivadas del respectivo contrato, si son arrendadas.

I) VALENCIA

- Decreto Ley 2/2011, de 4 de noviembre, del Consell, de medidas urgentes de impulso a la implantación de actuaciones territoriales estratégicas. (DOCV núm. 6645, de 7 de noviembre). Validado por Resolución 37/VIII, de 24 de noviembre de 2011, del Pleno de Les Corts (DOCV núm. 6671, de 15 de diciembre).

Este decreto ley establece un régimen legislativo novedoso para facilitar la implantación de las denominadas actuaciones territoriales estratégicas, entendidas como aquellas intervenciones singulares de carácter supramunicipal que contribuyen a la dinamización de la actividad económica y a la creación de empleo en el marco de la Estrategia Territorial de la Comunitat Valenciana, aprobada por el Decreto 1/2011, de 13 de enero, del Consell.

La exposición de motivos pone de manifiesto que la vigente legislación valenciana carece de instrumentos y procedimientos de alcance territorial y urbanístico que permitan la tramitación e implantación de estos procesos. En consecuencia, se introducen modificaciones en la Ley 8/2004, de 20 de octubre, de vivienda de la Comunitat valenciana y en la Ley 16/2005, de 30 de diciembre, urbanística valenciana.

Las actuaciones territoriales estratégicas pueden ser de iniciativa pública, privada o mixta y su declaración debe cumplir los requisitos de congruencia con la Estrategia Territorial de la Comunitat Valenciana, interés general, integración territorial, localización selectiva, efectividad, relevancia a nivel internacional, nacional o, cuando menos, regional.

Pueden tratarse de actuaciones que contribuyan a mejorar la competitividad, la reconversión de sectores económicos, el desarrollo y la innovación tecnológica, la cooperación empresarial, la atracción de talentos y la internacionalización de empresas; pueden buscar la implantación de equipamientos terciarios, culturales, turísticos, sanitarios o asistenciales que sean referencia destacada de una oferta a escala suprarregional; o puede tratarse de actuaciones significativas de mejora del medio rural, basadas en el aprovechamiento de sus recursos endógenos o en la atracción de actividades innovadoras compatibles con dicho medio.

El procedimiento de aprobación exige una declaración previa del Consell, la redacción de un plan o proyecto con el correspondiente informe ambiental. La aprobación corresponde a la consejería competente en materia de ordenación de territorio, y puede ser simultánea a la de los instrumentos de desarrollo y ejecución.

Se exige también una previa consulta sobre la viabilidad de la iniciativa, previa audiencia de los municipios afectados. El acuerdo del Consell puede exigir la constitución de garantías financieras que se consideren oportunas en los términos previstos en la legislación urbanística.

La aprobación del proyecto o plan tiene los siguientes efectos:

1. Modificación del planeamiento vigente, sin que sean necesarios más trámites posteriores, ni otras condiciones de planeamiento o gestión urbanística más que las definidas en la propia resolución aprobatoria.

2. Designación del promotor y fijación de sus obligaciones, que incluirán ejecutar y sufragar las obras, proyectos y actuaciones que se especifiquen, pudiendo incluir la conexión de la actuación y el suplemento de las infraestructuras precisas para su integración equilibrada en el territorio.

3. Declaración de utilidad pública o interés social y de la necesidad de urgente ocupación, a los efectos expropiatorios, de los bienes y derechos precisos para la actuación, salvo que se prevea la reparcelación. 

4. El Consell podrá eximir excepcionalmente a la actuación territorial estratégica de las licencias y autorizaciones cuya regulación sea competencia de la Generalitat, estando el resto de licencias a lo determinado por las legislaciones estatal y europea.

El incumplimiento por el promotor de las condiciones y plazos de ejecución estipulados determinará su sustitución o la caducidad de la actuación territorial estratégica y la incautación de las garantías prestadas, previa audiencia del interesado. La declaración de caducidad conllevará la reversión, retroacción y reposición de bienes, actuaciones y obras, así como, en su caso, la derogación de previsiones del planeamiento, en los términos que resuelva la conselleria competente en territorio.

En cuanto a las modificaciones legislativas introducidas por el Decreto Ley; en primer lugar, se añade un apartado 4 al artículo 42 de la Ley 8/2004, de 20 de octubre, de vivienda de la Comunitat valenciana, que regula las medidas de fomento de la protección pública de viviendas. Posibilita que la Generalitat, las entidades locales y otras entidades públicas convengan programas de intervención en áreas urbanas con la finalidad de coadyuvar a la regeneración y rehabilitación, y adecuar la oferta de vivienda para facilitar su acceso a los ciudadanos. Añade que los ingresos provenientes de los patrimonios públicos de suelo de las administraciones públicas podrán dedicarse a inversiones en urbanización, espacios públicos y a rehabilitación urbana, en los ámbitos referidos anteriormente, de acuerdo con la normativa autonómica aplicable. Igualmente, podrán aplicarse a la adquisición de suelo para el desarrollo de equipamientos, infraestructuras y otras finalidades en desarrollo del planeamiento urbanístico y territorial.

También se introducen cambios en la Ley 16/2005, de 30 de diciembre, urbanística valenciana, que se pasan a exponer:

· Art. 73.3.d): En el caso de Planes Parciales modificativos que incorporen al proceso de urbanización terrenos que, conforme al Plan General, no tuviesen la clasificación formal de suelo urbanizable, se tramitarán y aprobarán junto al correspondiente Programa de Actuación Integrada y su falta de ejecución comportará, en su caso, la desclasificación del suelo afectado. Se ha eliminado la obligación de que todo el terreno afecto por el Plan modificativo deberá ser programado al aprobarse éste.

· Art. 140. Modifica las garantías de los procedimiento para la gestión indirecta de los programas de actuación integrada.
· Art. 149. Modifica las garantías de los programas para el desarrollo de actuaciones aisladas en suelo urbano.

· Art. 182.2.b). Sobre afianzamiento del importe íntegro del coste de las obras de urbanización precisas, en el caso de edificación simultánea a la urbanización.

· Art. 187 bis, de nueva creación, que regula la expropiación de los suelos dotacionales por incumplimiento del plazo. En caso de que transcurridos 5 años desde la entrada en vigor del plan sin que se lleven a efecto la expropiación de terrenos dotacionales que no hayan de ser objeto de cesión obligatoria, los propietarios podrán anunciar al ayuntamiento su propósito de iniciar el expediente de justiprecio, que debe llevarse a cabo por ministerio de la ley si transcurren dos años desde este anuncio.

· Art. 259, sobre el carácter finalista de los patrimonios públicos del suelo. Ahora, el destino de todos los bienes y recursos que integran el patrimonio público de suelo, así como los ingresos obtenidos mediante la enajenación, permuta o cesión de terrenos y la sustitución del aprovechamiento correspondiente a la administración por su equivalente económico, es la construcción de viviendas sometidas a algún régimen de protección pública o a otras actuaciones de interés social.

A estos efectos, considera actuaciones de interés social las que tenga alguno de los fines siguientes: 

· obtención de suelos y ejecución de los elementos pertenecientes a la ordenación estructural, siempre que no estén adscritos o incluidos en un área de reparto, 

· ejecución de obras de urbanización de marcado carácter social y no incluidas en unidades de ejecución, 

· obtención de suelo y construcción de equipamientos de la red secundaria cuya ejecución no está prevista a cargo de los propietarios del suelo.

· actuaciones de iniciativa pública destinadas a la renovación urbana, reforma interior o rehabilitación de viviendas.

· conservación y mejora del medio ambiente, del entorno urbano y protección del patrimonio arquitectónico y del paisaje.

· creación y promoción de suelo y ejecución de actuaciones de interés estratégico para el ejercicio de nuevas actividades económicas o ampliación de las existentes, sean de iniciativa pública o privada.

· inversiones en urbanización, espacios públicos y rehabilitación, ello en los ámbitos de las áreas urbanas.

· Art. 262.6, prevé que las disposiciones recogidas para las áreas residenciales prioritarias también serán de aplicación a las actuaciones destinada a la promoción de suelo industrial o terciario, declaradas de interés general por acuerdo del Consell.

La Disposición Transitoria Primera del DL prevé la posibilidad de suspensión temporal de los programas que se encuentren en ejecución a la entrada en vigor del DL, cuando causas justificadas de interés público o viabilidad económica de la actuación así lo aconsejen, mediante el procedimiento que allí se indica y que exige audiencia a los propietarios y titulares de derecho simultánea a la exposición al público en el boletín oficial de la provincia.

La Transitoria Segunda del DL permite la posibilidad de modificación de los planes parciales aprobados definitivamente antes de la entrada en vigor del DL que incorporen al proceso de urbanización terrenos que conforme al plan general no tuviesen la clasificación formal del suelo urbanizable, con el objeto de subdividir las unidades de ejecución inicialmente previstas. 

- Decreto 166/2011, de 4 de noviembre, del Consell, por el que se modifica el Decreto 1/2011, de 13 de enero, del Consell, por el que se aprobó la Estrategia Territorial de la Comunitat Valenciana. (DOCV núm. 6645, de 7 de noviembre).

Este Decreto da una nueva redacción al artículo 2 del Decreto 1/2011, que regula el Comité Estratégico de Política Territorial de la Comunitat Valenciana, su composición, funciones y organización.

- Ley 9/2011, de 26 de diciembre, de medidas fiscales, de gestión administrativa y financiera, y de organización de la Generalitat. (DOCV núm. 6680, de 28 de diciembre). Corrección de errores DOCV núm. 6682, de 30 de diciembre.

Esta ley modifica diversos textos legales, de los que se destacan, en lo que a la materia urbanística se refiere, los siguientes:

1. Modifica el artículo 34.5 de la Ley 3/2004, de 30 de junio, de ordenación y fomento de la calidad de la edificación, que reduce el plazo de concesión de la licencia de ocupación de tres meses a uno, a contar de la presentación de la solicitud.

2. Suprime los apartados finales del artículo 47 y el artículo 69.12 de la Ley 8/2004, de 20 de octubre de vivienda de la Comunitat Valenciana. En concreto, además de la responsabilidad civil por daños materiales ocasionados por vicios o defectos en la construcción que tienen los promotores de viviendas de protección pública, regulada por la legislación de ordenación de la edificación, se añadía, y ahora se elimina, la posibilidad de imponer al promotor la obligación de ejecutar las obras necesarias de reparación a su costa en determinados plazos desde la fecha de la calificación definitiva. Además, elimina del listado de infracciones graves, las acciones u omisiones, por culpa o negligencia, de promotores, constructores o facultativos durante la ejecución de las obras de viviendas de protección pública, que diesen lugar a vicios o defectos graves que afecten a la edificación o habitabilidad de las viviendas.

3. Suprime el apartado 6 de la disposición adicional 6ª de la Ley 16/2005, de 30 de diciembre, urbanística valenciana, en la redacción dada por el DL 1/2008, de 27 de junio.

4. Modifica la Ley 3/1993, de 9 de diciembre, forestal de la Comunitat valenciana, introduciendo un nuevo apartado 4 en el artículo 59 y modificando los apartados 2 y 3 del artículo 74 (sobre las autoridades competentes para imponer multas y cuantías máximas). En el caso del artículo 59.4, al principio general de que los terrenos forestales que hayan sufrido los efectos de un incendio tienen prohibida la clasificación o reclasificación urbanística, preceptuadas en la Ley 4/1992, de 5 de junio, del suelo no urbanizable, con carácter singular, en casos de proyectos de obras e infraestructuras de especial relevancia declarados de interés general de la Comunitat Valenciana, se admite una excepción a la prohibición de cambio de uso forestal, dentro del plazo general de los 30 años, mediante acuerdo justificado. En ningún caso, la aplicación de esta excepción puede implicar un aumento del aprovechamiento lucrativo para particulares contrario a la finalidad perseguida con la prohibición.

5. Añade un artículo 45 bis a la Ley 14/2010, de 3 de diciembre, de espectáculos públicos, actividades recreativas y establecimientos públicos, dentro del Título IV ‘Vigilancia e inspección. Régimen sancionador’. En concreto, faculta a la Generalitat, para que, en el ámbito de sus competencias, adopte las medidas de prohibición, suspensión, clausura y las medidas de seguridad que se consideren necesarias, previo procedimiento incoado al efecto en el que se garantice la audiencia a los interesados, sin perjuicio de que, en caso de apreciar peligro inminente para la seguridad de las personas, las medidas se adopten sin necesidad de audiencia.

J) ARAGÓN

- Decreto 367/2011, de 10 de noviembre, por el que se modifica el Decreto 111/2006, de 9 de mayo, por el que se regula la Comisión de Espectáculos Públicos de Aragón. (BOA núm. 227, de 17 de noviembre).

Este decreto modifica únicamente la composición de la comisión, regulada en el artículo 4 del Decreto 111/2006.

K) CASTILLA-LA MANCHA

- Decreto 311/2011, de 29 de diciembre, por el que se modifica el Decreto 173/2009, por el que se aprueba el V Plan Regional de Vivienda y Rehabilitación de Castilla-La Mancha 2009-2012. (BOCM núm. 254, de 30 de diciembre).

El decreto deja sin contenido los artículos 27.3, 29.1.f), 36, 47.1.b) y 49 del Decreto 173/2009, de 10 de noviembre, por el que se aprueba el V Plan Regional de Vivienda y Rehabilitación de Castilla-La Mancha 2009-2012. En concreto:

El artículo 27 regula la compatibilidad de las ayudas. El apartado 3 de este artículo decía textualmente: “Además, en los supuestos de adquisición de viviendas protegidas en venta, la suma de las ayudas financieras a la persona adquirente, tanto autonómicas como estatales, con las exclusiones señaladas en el número anterior, no podrán superar el 20 % del precio o presupuesto protegido, para cuyo cómputo no se tendrá en cuenta el precio de garajes, trasteros y demás anejos vinculados así como los tributos que graven la transmisión. Estos porcentajes se elevarán hasta el 22 % en caso de ayudas a jóvenes y el 25 % en los siguientes supuestos: Familias numerosas, familias monoparentales con hijos o hijas, mujeres víctimas de violencia de género, víctimas del terrorismo, personas separadas o divorciadas al corriente del pago de pensiones, personas dependientes o con discapacidad oficialmente reconocida, y familias con dependientes a su cargo. Estos porcentajes máximos serán del 10 %, 12 % y 15 %, respectivamente, en los supuestos de adquisición de viviendas protegidas en venta por parte de adquirentes con ingresos familiares corregidos superiores a 1,5 y hasta 2,5 veces el Iprem. Al resultado de la suma de las ayudas financieras anteriores, se descontará la cuantía de la Ayuda Estatal Directa a la Entrada prevista en la redacción del Real Decreto 2066/2008, de 12 de diciembre, con anterioridad a la modificación realizada por el Real Decreto 1713/2010, de 17 de diciembre”.

El artículo 29.1.f) se refería a la posibilidad de que los adquirentes de viviendas con protección pública de nueva construcción y, en su caso, viviendas usadas, pudieran beneficiarse de “otras ayudas en forma de subvenciones”.

También suprime el artículo 36 que regulaba la ayuda autonómica para la adquisición de vivienda con protección pública. 

El artículo 47 dispone que los jóvenes podrán beneficiarse de las ayudas establecidas con carácter general en el decreto si cumplen los requisitos previstos en el mismo, añadiendo otras ayudas adicionales. Se suprime la del apartado 1.f) “ayuda autonómica a jóvenes para la adquisición de vivienda protegida”. El artículo 49, que también se suprime en su integridad, regulaba la ayuda autonómica a jóvenes para la adquisición de vivienda protegida.

La Disposición Transitoria única del decreto de modificación regula la aplicación de las ayudas autonómicas para la adquisición de viviendas con protección pública a situaciones anteriores a la entrada en vigor de este Decreto.

Mantiene las ayudas autonómicas por adquisición de vivienda protegida previstas en el Plan Regional de Vivienda que les sea aplicable, siempre que se satisfagan los requisitos previstos en el respectivo Plan de Vivienda, y para los siguientes supuestos:

a) Adquirentes de viviendas de protección oficial de régimen especial, general y, en su caso, concertado que se subroguen en el préstamo convenido del promotor de las viviendas, siempre que la promoción hubiera sido calificada provisionalmente, o al menos se hubiera solicitado su calificación, con anterioridad a la entrada en vigor de este Decreto, que el promotor obtuviere la conformidad del Ministerio competente en materia de vivienda al préstamo convenido para esa promoción en el plazo máximo de tres meses desde la entrada en vigor de este Decreto y siempre que no se sobrepasen los objetivos convenidos entre la Comunidad Autónoma de Castilla-La Mancha y el Ministerio competente en materia de vivienda.

b) En su caso, adquirentes de viviendas de precio tasado y vivienda de iniciativa público-privada que se subroguen en el préstamo del promotor siempre que la promoción hubiera sido calificada provisionalmente, o al menos se hubiera solicitado su calificación, con anterioridad a la entrada en vigor de este Decreto.

c) Adquirentes de viviendas de protección oficial de régimen especial, general y, en su caso, concertado que hayan obtenido la conformidad del Ministerio competente en materia de vivienda del préstamo directo convenido con anterioridad a la entrada en vigor de este Decreto y siempre que no se sobrepasen los objetivos convenidos entre la Comunidad Autónoma de Castilla-La Mancha y el Ministerio competente en materia de vivienda. De igual forma y su caso, los adquirentes de viviendas de precio tasado y viviendas de iniciativa público-privada que formalicen préstamo directo con anterioridad a la entrada en vigor de este Decreto.

d) Adjudicatarios de viviendas con protección pública correspondientes a promociones en régimen de cooperativa, así como los promotores individuales para uso propio, siempre que la calificación provisional se hubiera obtenido, o al menos se hubiera solicitado, con anterioridad a la entrada en vigor de este Decreto y el titular de la promoción formalice el préstamo, que en caso de viviendas de protección oficial ha de ser convenido, antes de la finalización de este Plan, y siempre que no se exceda de los objetivos convenidos entre la Comunidad Autónoma de Castilla-La Mancha y el Ministerio competente en materia de vivienda.

L) CANARIAS.

- Decreto 307/2011, de 27 de octubre, por el que se aprueba definitivamente el Plan Insular de Ordenación de El Hierro. (DOC núm. 226, de 16 de noviembre).

El artículo 1 del decreto aprueba definitivamente el Plan Insular de Ordenación de El Hierro, si bien previo a la publicación de la normativa íntegra del mismo deben subsanarse determinadas deficiencias detectadas. Por esta razón, cuando estas deficiencias sean subsanadas y publicado el contenido íntegro del Plan daremos cuenta del mismo en el informe correspondiente.

- Ley 11/2011, de 28 de diciembre, de medidas fiscales para el fomento de la venta y rehabilitación de viviendas y otras medidas tributarias. (DOC núm. 255, de 30 de diciembre).

El artículo 3 de la ley modifica el decreto legislativo 1/2009, de 21 de abril, que aprueba el Texto Refundido de las disposiciones legales vigentes dictadas por la Comunidad Autónoma de Canarias en materia de tributos cedidos, en lo relativo a la deducción por inversión en vivienda habitual. 

Como manifiesta la exposición de motivos, estas deducciones pretenden la reactivación del sector de la construcción, en crisis desde hace varios años, atendiendo a la situación coyuntural de haberse generado un stock de viviendas por sus promotores, que coadyuva a la ralentización de la actividad económica general. 

La comunidad autónoma de Canarias pretende utilizar medidas de política tributaria para colaborar en una efectiva reducción del coste de las viviendas, pese a que el acceso a la vivienda está hoy condicionado por las limitaciones a la financiación ajena. También pretende el impulso de la actividad económica en los subsectores de la construcción más idóneos actualmente para generar empleo, con especial atención a la rehabilitación y reforma, por razón del empleo -directo e indirecto- que genera.

La ley añade un nuevo artículo 14.bis, que incorpora la deducción por obras de rehabilitación o reforma de viviendas. A los efectos de esta deducción, se entiende por rehabilitación la que cumpla los requisitos y condiciones establecidos en el artículo 10.1.22) de la Ley 20/1997, de 7 de junio de modificación de los aspectos fiscales del Régimen Económico Fiscal de Canarias. Se entiende por obras de reforma las que este artículo considere obras conexas a las de rehabilitación.

No dan derecho a deducción las obras realizadas en viviendas afectas a una actividad económica, plazas de garaje, jardines, parques, piscinas e instalaciones deportivas y otros elementos análogos. Tampoco generan derecho a deducción las cantidades destinadas a mobiliario y electrodomésticos.

- Ley 12/2011, de 29 de diciembre, de Presupuestos Generales de la Comunidad Autónoma de Canarias para 2012. (DOC núm. 255, de 30 de diciembre).

La Disposición adicional vigésimo primera de la ley de presupuestos de la comunidad canaria para 2012 se refiere a la cesión gratuita de viviendas protegidas al amparo de los artículos 12 del Real Decreto-Ley 2/2002, de 5 de abril, y 7 del Decreto 39/2002, de 8 de abril.

Con el objeto de culminar el proceso iniciado en el ejercicio 2010 tendente al realojo de los titulares de las viviendas situadas en las zonas de alto riesgo que resultaron afectados por las medidas de traslado forzoso, como consecuencia de las lluvias torrenciales acaecidas el 31 de marzo de 2002, en Santa Cruz de Tenerife y en San Cristóbal de La Laguna, en los grupos de viviendas protegidas construidas al amparo de los artículos 12 del Real Decreto-Ley 2/2002, de 5 de abril, y 7 del Decreto 39/2002, de 8 de abril, el Instituto Canario de la Vivienda cederá gratuitamente las viviendas al ayuntamiento de San Cristóbal de La Laguna para su entrega a los afectados.

El procedimiento para la cesión de las viviendas se regirá por lo dispuesto en esta disposición sin que le sea de aplicación la Ley 6/2006, de 17 de julio, del Patrimonio de la Comunidad Autónoma de Canarias, se iniciará a solicitud del ayuntamiento en la que se indicará la relación detallada de las viviendas, garajes, trasteros, locales y anejos objeto de cesión.

Recibida la solicitud, y previa tasación de los bienes a ceder, serán recabados los informes de la Dirección General del Servicio Jurídico y de la Intervención General.

La resolución por la que se acuerde la cesión indicará expresamente la finalidad de la misma y se formalizará en documento administrativo que constituirá título suficiente para su inscripción registral.

De dicha cesión se dará cuenta al Gobierno de Canarias.

M) NAVARRA

- Decreto Foral 230/2011, de 26 de octubre, por el que se aprueba el Reglamento de Ordenación de los Apartamentos Turísticos en la comunidad Foral de Navarra. (BON núm. 225, de 14 de noviembre).

Este decreto tiene por objeto la ordenación y regulación de las condiciones técnicas y servicios que han de reunir los Apartamentos Turísticos ubicados en la Comunidad Foral de Navarra, entendiendo por tales los establecimientos de estancia de temporada que ofrezcan alojamiento, mediante precio y por días, semanas o meses, en viviendas de uso residencial público, individualmente o por bloques o conjuntos, que dispongan de instalaciones y equipos adecuados para la pernoctación y para la conservación, elaboración y consumo de alimentos y servicios, en condiciones que permitan su inmediata ocupación.

Establece unos requisitos según se trate de vivienda turística, bloque de apartamentos turísticos o, en su caso, clasificándolos como rurales.

En lo que al aspecto urbanístico se refiere, el artículo 19 del decreto obliga a los apartamentos turísticos al cumplimiento, entre otras, de la normativa vigente en materia de urbanismo, construcción y edificación, instalaciones, seguridad, prevención de incendios, supresión de barreras físicas y sensoriales e higiene y protección del medio ambiente.

Con carácter previo al inicio de la actividad, y a los efectos de su inscripción en el Registro de Turismo de Navarra, se exige la presentación de una declaración responsable del titular que acredite, entre otras cosas, la obtención de cédula de habitabilidad, licencia de apertura o documento que le sustituya. También exige la presentación de planos finales de obra o, en su defecto, planos a escala 1:100 con la superficie de cada dependencia.

El artículo 9.2 del decreto dispone que las modificaciones de los establecimientos, los cambios de titularidad, el cese de la actividad y, en general, cualquier variación de los datos inscritos o anotados se tramitarán de acuerdo con el mismo procedimiento.

- Ley Foral 19/2011, de 28 de diciembre, de presupuestos generales de Navarra para el año 2012. (BON núm. 256, de 30 de diciembre).

La Disposición adicional trigésima novena de la Ley Foral de Presupuestos para el año 2012 se refiere a la adjudicación de las viviendas de precio tasado y pactado declaradas vacantes.

Esta disposición manifiesta que en el caso de los contratos de adjudicación de viviendas de precio tasado y pactado declaradas vacantes que se presenten para su visado durante el año 2012, no será necesario que su adjudicatario o adquiriente acredite el cumplimiento de los requisitos generales de acceso a vivienda protegida establecidos en los artículos 17 y 18 de la Ley Foral 10/2010, de 10 de mayo, del derecho a la vivienda en Navarra, salvo el relativo a destinar la vivienda protegida a residencia habitual y permanente.

Los adquirientes o adjudicatarios de una vivienda de precio tasado que accedan a la misma acogiéndose a lo dispuesto en esta disposición adicional, no podrán solicitar ninguna de las ayudas económicas generales previstas para el fomento de la vivienda protegida.

La ley foral entiende, a efectos de lo dispuesto en esta disposición adicional, por viviendas de precio tasado o pactado vacantes:
a) Aquellas viviendas de precio tasado que hayan sido así declaradas de acuerdo con lo dispuesto en el apartado 1, letras a) y b) del artículo 50 del Decreto Foral 25/2011, de 28 de marzo, por el que se regula el Censo de solicitantes de vivienda protegida.

Este artículo 50 1, apartados a) y b) entiende por vivienda vacante, la vivienda protegida que quede sin adjudicatario cuando al inicio del correspondiente procedimiento de adjudicación hubiera menos solicitantes que viviendas protegidas a adjudicar o existan más solicitantes que viviendas protegidas a adjudicar, pero su listado de solicitantes quede agotado durante el trimestre correspondiente.

b) Aquellas viviendas de precio tasado o pactado que se hubieran adjudicado mediante el procedimiento de convocatoria pública, pero para las que su promotor hubiera agotado el listado resultante de dicha convocatoria.

- Ley Foral 20/2011, de 28 de diciembre, de modificación de diversos impuestos y otras medidas tributarias. (BON núm. 256, de 30 de diciembre).

El artículo séptimo de la ley foral, dedicado a los tributos locales, modifica determinados artículos de la Ley Foral 2/1995, de 10 de marzo, de Haciendas Locales de Navarra. En concreto, en lo que a la materia objeto de este informe afecta, se modifica el artículo 100.5.i). Conforme a este artículo, las entidades locales podrán establecer tasas por cualquier supuesto de prestación de servicios o de realización de actividades administrativas de competencia local y, en particular, por el otorgamiento de las licencias de apertura de establecimientos, así como por la realización de la actividad de verificación del cumplimiento de los requisitos establecidos en la legislación sectorial cuando se trate de actividades no sujetas a autorización o control previo. 

P) MADRID

- Orden 4036/2011, de 21 de noviembre, de la Consejería de Medio Ambiente y Ordenación del Territorio, por la que se establecen las bases reguladoras para la concesión de ayudas económicas previstas en el Decreto 88/2009, de 15 de octubre, por la que se regula el Plan de Rehabilitación de la comunidad de Madrid 2009-2012. (BOCM núm. 279, de 24 de noviembre). 

La orden considera actuaciones subvencionables aquellas que se incluyan dentro de los ámbitos establecidos y limitados en los apartados 1, 2, 3 y 4 del artículo 2 del Decreto 88/2009, de 15 de octubre, por el que se regula el Plan de Rehabilitación de la Comunidad de Madrid 2009-2012 que hayan obtenido la Calificación Provisional, tales como el embellecimiento exterior de los edificios residenciales con el objeto de mejorar el aspecto de las ciudades y el medio ambiente urbano, la mejora de la funcionalidad en los elementos y zonas comunes de los edificios residenciales con respecto a la seguridad, la accesibilidad o la salubridad, el acondicionamiento de los elementos constructivos existentes e implantación o sustitución de instalaciones de los edificios residenciales que permitan la reducción de emisiones de CO2, el ahorro de energía y un uso racional de los recursos naturales con el objeto de mejorar la eficiencia energética de los edificios y la rehabilitación de edificios residenciales de tipología especial ya sea de corrala, o bien edificaciones tradicionales, que presenten un alto grado de deterioro, con el objeto de preservar el valor arquitectónico de la Comunidad de Madrid.

La calificación provisional es un requisito previo para participar en el procedimiento de subvención.

Pueden ser beneficiarios de las ayudas:

- Las comunidades de propietarios de edificios residenciales, incluidos o no en un Área de Rehabilitación, que estén válidamente constituidas a través de sus representantes legales, debiendo hacer constar expresamente los compromisos de ejecución asumidos por cada miembro de la comunidad, así como el importe de subvención a aplicar para cada uno de ellos, que tendrán, igualmente, la consideración de beneficiarios.

- Las comunidades de bienes, los propietarios de edificios de viviendas no divididas horizontalmente, ya sean personas físicas o jurídicas. Si dicho edificio no está dividido horizontalmente, la subvención se abonará al propietario, ya sea persona física o jurídica. La subvención total máxima para el edificio operará en función del número de viviendas de dicho inmueble.

La orden establece el importe de las ayudas económicas en función del tipo de actuación.

Después de referirse a la solicitud, documentación exigible, procedimiento de concesión de la subvención y resolución del procedimiento, el artículo 9 dispone que la calificación definitiva es el acto administrativo que determina el presupuesto protegible y, en consecuencia, la cuantía de la ayuda, habilitando a su abono. No puede calificarse definitivamente ninguna actuación que, aun habiendo obtenido la calificación provisional, previamente no haya obtenido el reconocimiento de la ayuda en el marco de una convocatoria.

El beneficiario de la subvención debe destinar la vivienda al fin concreto para el que se concedió la subvención, vivienda habitual en propiedad o arrendamiento, por un plazo no inferior a un año. El incumplimiento es causa de reintegro.

El importe del presupuesto protegible en la calificación provisional no puede modificarse en la definitiva. En caso de que surjan vicios ocultos en la construcción, que obliguen a acometer trabajos no previstos, es necesario solicitar una nueva calificación provisional complementaria.

Las ayudas reguladas en esta orden son compatibles con la financiación cualificada prevista en la normativa reguladora de los Planes Estatales de Vivienda y Rehabilitación o de otras ayudas estatales, con otras ayudas de la Comunidad de Madrid que presenten el mismo objeto y con las ayudas de competencia municipal que pudieran existir en materia de rehabilitación, siempre que para cualquiera de ellas se cumplan los requisitos de la presente Orden y los que en aquellas se establezcan.

Cuando se produzca para una misma actuación la concurrencia de ayudas compatibles entre sí, cualesquiera que sea su naturaleza y la Administración o entidad que las conceda, la suma de todas ellas no podrá superar el coste total de la actuación subvencionada.
- Ley 6/2011, de 28 de diciembre, de Medidas fiscales y administrativas. (BOCM núm. 309, de 29 de diciembre). 

Incluye la modificación de diversos leyes. La ley que ahora interesa es la 9/2001, de 17 de julio, del Suelo de la Comunidad de Madrid. Las modificaciones afectan a los apartados 5 y 6 del artículo 36 y apartado 2 del artículo 38.
El artículo 36 de la Ley del suelo madrileña se refiere a las determinaciones sobre las redes públicas, entendiendo por tales, el conjunto de los elementos de las redes de infraestructuras, equipamientos y servicios públicos que se relacionan entre sí con la finalidad de dar un servicio integral.
Antes el apartado 5 del artículo 36 establecía los estándares en función de cual fuera el uso de la red general (zonas verdes y espacios libres, equipamientos sociales y servicios e infraestructuras). Ahora este artículo no distingue el uso y la cesión es la misma para todo tipo de dotaciones. Así, para el sistema de redes generales, por referencia a la capacidad total máxima de los suelos urbanos no consolidados y urbanizables y respecto a un módulo de 100 m2 de superficie edificable de cualquier uso, excepto el industrial, deberán cederse 20 m2 por dicho concepto, cuyo destino será fijado por dichas necesidades.
Las modificaciones del apartado 6 del artículo 36 vienen motivadas por la reforma previa. Asimismo, se modifica el apartado e) del artículo 36.6, que excepciona el destino del 50% de la superficie de cesión de redes locales para espacios libres públicos arbolados cuando se trate de vivienda (ya no explicita que sea vivienda protegida con tipología unifamiliar) que cuente con zonas verdes privadas al menos en la misma cuantía que la cesión a la que estaría obligada. En caso de que no se alcancen, deberá cederse hasta completarla.
El artículo 38.2 sobre determinaciones sobre el uso del suelo prevé que en suelo urbanizable sectorizado y no sectorizado como mínimo el 30 % de la edificabilidad residencial debe destinarse a viviendas sujetas a algún régimen de protección pública. Añade que los planes generales podrán, motivadamente, modificar estos porcentajes, manteniendo el porcentaje global y el principio de cohesión social.
La Disposición Transitoria Tercera de la ley establece un régimen transitorio para las cesiones y el porcentaje de vivienda de promoción pública en planeamiento general y dispone que estos artículos 36.5 y 6 y 38.2 será de aplicación a los expedientes de planeamiento que a la entrada en vigor de la presente ley no estén aprobados definitivamente, cualesquiera que sean las previsiones del Plan al respecto y sin necesidad de modificar éste, cuando así se haya solicitado por acuerdo del Pleno del Ayuntamiento y sin necesidad de retrotraerse a fases anteriores en la tramitación.

II. NOVEDADES JURISPRUDENCIALES. 

1.- TRIBUNAL CONSTITUCIONAL.

- Sentencia 183/2011, de 21 de noviembre, que resuelve recurso de amparo promovido por el Consejo General de Colegios Oficiales de Aparejadores y Arquitectos Técnicos frente a una Sentencia del Tribunal Supremo de anulación parcial de las disposiciones que establecían las condiciones de adecuación de los planes de estudios para la obtención del título habilitante para el ejercicio de la profesión de arquitecto técnico. (BOE núm. 306, de 21 de diciembre).

Esta sentencia no ventila ninguna cuestión de fondo relativa al urbanismo y la ordenación del territorio, pero sí tiene una vinculación con la materia por cuanto se ventila la titulación de determinados grados universitarios que incidencia en la edificación.

El Consejo General de Colegios de Ingenieros Industriales interpuso recurso contencioso administrativo nº 150/2008 contra el acuerdo del Consejo de Ministros de 14 de diciembre de 2007, publicado mediante resolución de 17 de diciembre de 2007 de la Secretaria de Estado de Universidades e Investigación, por el que se establecían las condiciones a las que debían adecuarse los planes de estudio conducentes a la obtención de títulos que habilitaran para el ejercicio de la profesión de arquitecto técnico. El recurso fue estimado por sentencia de 9 de marzo de 2010 de la Sección Cuarta de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Supremo. La sentencia sostuvo que el título “graduado en ingeniería de edificación” induce a confusión e infringe la D.A 19ª.1 de la L.O. 6/2001 de universidades, porque al establecer esta denominación viene a modificar la denominación de arquitecto técnico y aunque se diga que no altera la distribución de competencias previstas en la Ley 38/1999, de ordenación de la edificación, puede provocar confusión en la ciudadanía, ya que “graduado en ingeniería de edificación” es tan genérico que induciría a pensar que estos arquitectos técnicos tienen en detrimento de otros profesionales una competencia exclusiva en materia de edificación. Añade el TS que, al crearse una nueva titulación, se modifica en algunos supuestos la denominación de arquitecto técnico.

El Consejo General de Colegios Oficiales de Aparejadores y Arquitectos Técnicos interpuso recurso de amparo frente a esta sentencia del TS. El TC deniega el amparo porque considera que la sentencia del TS está bien fundada y es razonable. 

Sin embargo, el voto particular del Presidente D. Pascual Sala Sánchez concluye diciendo que el título de graduado en ingeniería de edificación no es sino una denominación que puede ser utilizada por las Universidades que impartan enseñanzas universitarias conducentes a la obtención de títulos universitarios oficiales con validez nacional que habiliten para ejercer profesionalmente como arquitecto técnico. Las Universidades, conforme a lo establecido en los artículos 34 y 35 y la disposición adicional decimonovena LOU, y al Real Decreto 1393/2007, de 29 de octubre, pueden utilizar para esos títulos que facultan para ejercer la profesión regulada de arquitecto técnico la denominación de graduado en ingeniería de edificación o bien pueden emplear otras denominaciones para esas titulaciones, cuidando siempre de que no induzcan a confusión, por su significado, con otros títulos oficiales ya existentes (disposición adicional decimonovena 1, LOU), así como de facilitar la identificación de la profesión regulada de arquitecto técnico para cuyo ejercicio habilita el título, evitando que esa denominación induzca a error o confusión sobre sus efectos profesionales.

“En definitiva, la sentencia impugnada, al confundir en su razonamiento el título de graduado en ingeniería de edificación, expedido por la Universidad, con la profesión regulada de arquitecto técnico que ese título habilita para ejercer, llega a la conclusión no razonable de que esa denominación induce a confusión y modifica la denominación de la profesión regulada de arquitecto técnico, de tal manera que no puede afirmarse que estemos ante una decisión fundada en Derecho capaz de satisfacer el derecho a la tutela judicial efectiva que garantiza el artículo 24.1 CE”.

Solamente como apunte, el Colegio Oficial de Zaragoza se denomina Colegio Oficial de Arquitectos Técnicos, Aparejadores e Ingenieros de la Edificación.

- Sentencia 207/2011, de 20 de diciembre, que resuelve conflictos positivos de competencia interpuestos por el Gobierno de Aragón en relación con diversos artículos del RD 324/2000, de 3 de marzo, que establece las normas básicas de ordenación de las explotaciones porcinas. (BOE núm. 9, de 11 de enero de 2012).
El Gobierno de Aragón interpone sendos conflictos positivos de competencia acumulados núms. 3919/2000 y 2679/2001, contra los artículos 1.1;2.2.j), k) y m); 5.Uno B).1 y Dos A).1; 7.7, 8.3; disposición adicional segunda y disposiciones transitorias primera y segunda del Real Decreto 324/2000, de 3 de marzo, por el que se establecen las normas básicas de ordenación de las explotaciones porcinas y con el Real Decreto 3483/2000, de 29 de diciembre, por el que se modifica el Real Decreto 324/2000, respectivamente. 
La representación procesal de Aragón considera que ambos decretos vulneran las competencias autonómicas en materia de medio ambiente, ordenación del territorio, sanidad y especialmente las competencias exclusivas en materia de agricultura, ganadería e industrias agroalimentarias y tratamiento especial de las zonas de montaña.
El TC se remite al fundamento jurídico 8º de la STC 158/2011 para concluir que el Estado se encuentra competencialmente habilitado para establecer criterios de ordenación de las explotaciones porcinas en todo el territorio nacional, por lo que desestima la impugnación del artículo 1.1 y de la disposición adicional segunda del RD 324/2000 que se refieren al objeto y ámbito de aplicación y al título competencial.

El resto de las impugnaciones hacen referencia a contenidos medio-ambientales y sanitarios que exceden del contenido de este informe. 

Únicamente merece mención especial el fundamento jurídico noveno de la sentencia, que examina la impugnación de las disposiciones transitorias primera y segunda, relativas a las explotaciones existentes o pendientes de autorización. En este caso el Gobierno de Aragón las cuestiona porque establecen un régimen transitorio específico relativo a los parámetros de la capacidad productiva y de la ubicación de las explotaciones con arreglo a los criterios establecidos en el Real Decreto 324/2000 y porque omite cualquier referencia a la falta de la preceptiva licencia municipal como presupuesto previo para la inscripción en el Registro de explotaciones porcinas de las sujetas a regularización. 
El Abogado del Estado considera que la falta de referencia en el precepto a la licencia municipal no supone vicio competencial alguno ni afectación a su exigibilidad en los casos en que resulte preceptiva, añadiendo el TC que “… es claro que la regulación controvertida no afecta a las condiciones de exigibilidad de la licencia municipal en las explotaciones porcinas sujetas a regularización, cuestión sobre la que nada dice el precepto estatal”.

El fallo declara que el conflicto ha perdido su objeto en diversos artículos con la publicación de la Ley 8/2003, de 24 de abril, de sanidad animal y desestima el conflicto en todo lo demás.

3.- TRIBUNALES SUPERIORES DE JUSTICIA.
J) ARAGON.
- La Sentencia nº 752/2011, de 22 de noviembre, de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del TSJ de Aragón, estimatoria parcial del recurso contencioso-administrativo nº 284/2007, que anula en parte la aprobación definitiva de un plan parcial de un suelo no urbanizable no delimitado del PGOU del municipio de La Joyosa. (STSJ AR 2167/2011).

La aprobación definitiva del Plan Parcial se condicionó, entre otros requisitos, a la formalización de un Convenio entre el Ayuntamiento y los propietarios del ámbito en el que se fijaran las conexiones con las redes generales municipales y los costes que debían sufragar dentro de las cargas de urbanización del ámbito, en la parte proporcional del coste general de las obras incluidas en estos proyectos en función del uso y consumo de agua potable y depuración de aguas previsto para el ámbito, y se contemplaran las aportaciones del ámbito al proyecto de sistemas generales de colector de agua no tratada y de revestimiento del tramo de la Acequia de la Almozara que discurre por los suelos urbanos y urbanizables del Término Municipal. 
El interés de esta sentencia radica en que al ser varios los argumentos alegados y examinados por el Tribunal puede considerarse didáctica. 

1. Sobre la imposibilidad de adscribir sistemas generales a un ámbito de suelo urbanizable no delimitado, porque el sector carece de exceso de aprovechamiento en relación al aprovechamiento medio del Suelo Urbanizable Delimitado. El TSJA desestima este motivo de impugnación por cuanto el art. 18 de la LUA/1999, por remisión del art. 29, impone la obligación de ceder gratuitamente al municipio los terrenos destinados a los sistemas generales incluidos en la unidad de ejecución o adscritos a la misma. No es admisible que la adscripción sólo quepa en supuestos de sectores o ámbitos excedentarios porque el art. 104.1 de la ley solo prevé al respecto que los excesos de aprovechamiento a que se refiere corresponde al Ayuntamiento y los posibles destinos que por su parte se les pueden dar, entre ellos, el de compensar a los propietarios de suelos destinados a sistemas generales. 
Recuerda también el TSJA la diferente regulación para la obtención de los sistemas generales que contenía la LUA en atención a la clasificación de los suelos en los que esos se ubicaban, resultando que, siempre que sea posible, la obtención de suelos destinados a sistemas generales en terrenos, clasificados como suelo urbanizable (como es el caso), ha de efectuarse a través de la cesión obligatoria tras su inclusión o adscripción en una unidad de ejecución.

2. Sobre la inclusión de la documentación complementaria de los planes parciales, prevista en los arts. 52 de la LUA y 99 del Decreto 52/2002.

La propia memoria del Plan Parcial manifiesta que se incorporan esos documentos adicionales. No obstante, el TSJA no considera necesario incorporar al Plan los compromisos alcanzados entre su promotora y el Ayuntamiento en el convenio en su día suscrito, y a cuya aprobación quedó expresamente condicionada la aprobación definitiva de aquel, ni que necesariamente hubieren de asumirse nuevos compromisos y, en concreto, en cuanto a la conservación de la urbanización, que correspondía al Ayuntamiento. Tampoco es necesaria la inclusión de un estudio justificativo específico del sector y del carácter de la urbanización, dada la coincidencia de aquel con el ámbito del suelo urbanizable no delimitado de uso predominantemente industrial previsto en el Plan General.

3. Sobre la necesidad de previa delimitación del sector. 
El TSJA considera que carece de sentido una previa delimitación del sector de suelo urbanizable no delimitado, con la previa redacción de un avance de planeamiento, en aplicación del artículo correspondiente del PGOU, puesto que el Plan Parcial ha optado por la delimitación en un único sector de los 3 ámbitos de suelo urbanizable no delimitado (2 residenciales y uno industrial) así como su ordenación detallada, en lugar de establecer un desarrollo independiente de cada uno de los 3 sectores.

4. Incumplimiento del Plan General porque el Plan Parcial impone una adscripción al ámbito desarrollado por aquel de una superficie de 15.000 m2 de sistemas generales, y sin embargo se ha asignado una superficie de 15.794,70 m2.

Entiende que se ha adscrito la superficie grafiada en el plan general, que en una posterior medición topográfica ha supuesto una superficie superior. El Tribunal considera que no se ha vulnerado el Plan General, sino que Plan Parcial, en estricto cumplimiento de aquel, ha adscrito dicho terreno grafiado, respetando las alineaciones al efecto establecidas, y que ha resultado tener, una superficie superior. 
5. Sobre la imposición como cargas la asunción de los costes de urbanización de los dos sistemas generales, tanto el ya ejecutado como el paso elevado sobre la N-232 y el vial intermunicipal, si van a dar servicio a áreas muy superiores al ámbito del Plan.

A este respecto, y en aplicación de lo dispuesto en el art. 18 de la LUA/99, existe obligación de ceder gratuitamente los terrenos destinados a los sistemas generales incluidos en la unidad de ejecución o adscritos a la misma y de costear y, en su caso, ejecutar las obras de urbanización correspondientes a las dotaciones locales, incluidas las obras de conexión con los sistemas generales y de ampliación o refuerzo de los mismos, pero no incluye la ejecución de las dotaciones generales de nueva implantación. A tal fin, se remite a la jurisprudencia del TS, dictada en relación con el art. 18 de la Ley 6/1998, de régimen de suelo y valoraciones, que considera incoherente la interpretación de incrementar los deberes de urbanización con la ejecución de los sistemas generales. No se impone como condición básica del ejercicio del derecho de propiedad que los propietarios hayan de costear o ejecutar la urbanización de los sistemas generales con carácter general, más allá de aquello a lo que expresamente se refiere el número 3 de su artículo 18. En este punto la sentencia da la razón al recurrente.

A mayor abundamiento, cuando la recurrente discute el deber de costear las obras de urbanización previstas en el convenio urbanístico, tales como el revestimiento de la acequia de La Almozara, la estación de tratamiento y tronco de principal de agua potable, colector de aguas pluviales y residuales, y captación y tronco de principal de agua no tratada, calificadas por la Administración como obras de ampliación o refuerzo, ante la posibilidad de que las mismas podrían estar encubiertas o incorporadas a otros conceptos o partidas, el Tribunal concluye que no son obligaciones que corresponden a todos los propietarios sino únicamente a la promotora del plan parcial con quien el Ayuntamiento suscribió el convenio urbanístico, que está recurrido y pendiente de sentencia.
6. Sobre cómo se calcula la superficie correspondiente a las reservas para dotaciones locales.

El recurrente considera que debe calcularse sobre la “superficie industrial construida” y no sobre la "superficie total construida", porque en tal caso resulta un exceso de las reservas legales de 10.879 m2. El Tribunal tampoco admite esta alegación porque considera los módulos de reserva de suelo previstos en el Reglamento de Planeamiento tienen el carácter de mínimos, pudiendo ser ampliados, sin que la ampliación requiera una especial justificación, máxima si el incremento no es significativo puesto que supone menos del 5% de ese mínimo. 

7. Sobre la homogeneización del aprovechamiento medio, dada la disparidad de usos industrial y terciario, a los que se ha aplicado el mismo valor.

La Administración demandada alega que el Plan Parcial no estableció ningún criterio de homogeneización porque todos los usos tienen un valor similar y equiparable, basándose en la ubicación y emplazamiento de dichas superficies dentro del ámbito del Plan y en relación con su entorno. El recurrente no ha justificado que, en atención a las circunstancias concurrentes, esos distintos usos pudieran tener un valor distinto ni que fuese preciso en el ámbito ordenado el establecimiento de coeficientes de homogeneización, por lo que también desestima esta alegación.

8. Sobre el contenido del estudio económico financiero.

El Tribunal aragonés se remite en este punto a la  reiterada doctrina del Tribunal Supremo (sentencia de 23-1-1996), que mantiene que el carácter general del estudio económico financiero hace inexigible una previsión específica para cada una de las operaciones que de la nueva ordenación derivan. Estas previsiones tienen un valor relativo y provisional y no debe exigírseles que contengan un estudio detallado e inalterable. Para que prospere una impugnación planteada contra el Estudio Económico Financiero del plan debe acreditarse la inviabilidad económica de la actuación urbanística cuestionada, circunstancia que no se ha dado en el presente caso.

9. Sobre la necesidad de previo informe vinculante de la Comisión del Plan de Equipamientos Comerciales del Gobierno de Aragón.

En el caso que nos ocupa no está prevista la implantación de una gran superficie comercial o establecimiento asimilado dentro del ámbito del Plan Parcial. La determinación genérica de usos comerciales no constituye en sí mismo la obligación de tramitación de informe comercial relativo a cualquier Plan Parcial de Suelo, sino que expresamente ha de determinarse usos en gran superficie. Cuando se trate de comercio minorista la intervención de la CA se producirá mediante informe o licencia comercial.
- La Sentencia nº 706/2011, de 1 de diciembre, de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del TSJ de Aragón, estimatoria del recurso contencioso-administrativo nº 304/2008, que anula la modificación puntual del PGOU del municipio de Torres de Berrellén (STSJ AR 1980/2011).
Una comunidad de regantes impugna la modificación puntual del PGOU del municipio de Torres de Berrellén porque considera que se han excedido los límites de la potestad de discrecionalidad del municipio a la hora de elaborar el planeamiento.
La comunidad recurrente entendía que el planeamiento modificado vulneraba el principio de racionalidad en la motivación de decisiones discrecionales cuando, con el objeto de establecer una nueva ordenación de alineaciones y espacios públicos resultantes de una unidad de ejecución, nº 2, modificaba el sistema viario sin mejorarlo porque estrangulaba la previsión que tenía el PGOU al establecer un corredor verde apoyado en la acequia Madriz-Centén, que se reducía a un paso peatonal.
El fundamento jurídico tercero de la sentencia considera que la solución adoptada por el Plan no supone una mejora del viario municipal, sino que se desvía injustificadamente de los criterios generales del mismo. Apoyándose en la doctrina del TS sobre el ejercicio del ius variandi por la Administración (Sentencia de 25-5-2009) y en lo que el artículo 73 de la LUA de 1999 entendía como modificaciones del planeamiento y tras efectuar una valoración de los hechos mediante la prueba practicada, dando especial relevancia al dictamen pericial de academia del Colegio de Arquitectos de Aragón, concluye que la ordenación prevista supone un empeoramiento del sistema viario inicialmente trazado, al estrangular la previsión que tenía el Plan General de establecer un corredor verde apoyado en la acequia. Considera la modificación efectuada no justificada, ilógica y que rebasa los límites de la discrecionalidad administrativa, razones por las cuales estima el recurso y declara nula la resolución recurrida.

- La Sentencia nº 712/2011, de 7 de diciembre, de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del TSJ de Aragón, estimatoria parcial del recurso de apelación nº 77/2008, que anula la sentencia del JCA nº 1 de Huesca, anula una orden de demolición del Ayuntamiento de San Juan de Plan (STSJ AR 1983/2011).
La sentencia apelada desestimó el recurso contencioso-administrativo interpuesto contra un acuerdo municipal del Ayuntamiento de San Juan de Plan que obligaba a la restauración de la legalidad por considerar no legalizables los actos de edificación desarrollados, incompatibles con el ordenamiento urbanístico por afectar a superficies destinadas a dominio público. El mismo acto decretó la demolición.

En esta sentencia se examinó la cuestión relativa a la titularidad de la superficie donde se llevaron a cabo las obras objeto de la demolición acordada y concluye que existía como mínimo una servidumbre de uso público. Como las obras ejecutadas no estaban amparadas por la necesaria licencia de obras menores, procedía el ejercicio de las potestades de disciplina urbanísticas ex artículos 196 y 197 de la LUA/1999, en relación con el artículo 173 del mismo testo legal.

Sin embargo, la sala del TSJA no desconoce que la acción reivindicatoria ejercida por el Ayuntamiento fue desestimada por el Juzgado de Primera Instancia de Boltaña y que de la documentación aportada “no se infería la prueba de dominio en favor del Ayuntamiento sobre el terreno litigioso ni su configuración como vial público, siendo la realidad física del terreno contraria a la presencia de un vial público, tratándose de una faja de terreno que ha venido beneficiando únicamente al propietario colindante de forma que a lo sumo existiría una servidumbre en su favor”. Por esta razón, el TSJA considera que, al no ser dominio público, las obras ejecutadas sin licencia ya no se considerarían ilegalizables. 

Pero en lugar de estimar el recurso en su integridad, solamente lo estima de manera parcial por cuanto del estudio del artículo 196 de la LUA/99 el tribunal deduce que, habiéndose resuelto la duda de la naturaleza de los bienes, y supuesto que las obras sí exigían licencia urbanística, si éstas resultaban compatibles con el planeamiento lo procedente sería requerir la solicitud de licencia de legalización en el plazo de dos meses. No admite como solicitud de licencia las alegaciones efectuadas en el procedimiento administrativo disciplinario ni tampoco que la licencia se hubiera obtenido por silencio administrativo.

Respecto de las indemnizaciones de resarcimiento de daños y perjuicios solicitados el tribunal solo admite los que hayan generado la prestación de fianza para suspender la orden de demolición, pero no así los perjuicios por la falta de acometida a la red de alcantarillado, que no son atribuibles al acuerdo impugnado.

III. DOCUMENTOS RELEVANTES

a) Resolución de 20 de septiembre de 2011, aprobada por la Comisión Mixta para las Relaciones con el Tribunal de Cuentas, en relación con el Informe de fiscalización de la gestión urbanística del Ayuntamiento de Seseña (Toledo). (BOE núm. 260, de 28 de octubre). 

El informe se refiere al periodo comprendido desde la aprobación definitiva de las normas subsidiarias del municipio, el 10 de octubre de 1996, hasta el 31 de diciembre de 2007. 

Los objetivos de la fiscalización se centran en:

- Analizar si la gestión urbanística de la Corporación, así como cualquier otro aspecto de la gestión económico-financiera relacionada con aquélla, se realizó de conformidad con la normativa estatal, autonómica y local de aplicación.

- Evaluar los procedimientos de control interno aplicados en la gestión del municipio, para determinar si garantizan una correcta gestión urbanística y un adecuado control de los bienes y de los recursos procedentes del urbanismo.

- Verificar la adecuada contabilización de las operaciones con incidencia económica relacionadas con la gestión urbanística de la Corporación y su fiel reflejo en las Cuentas Anuales.

- Evaluar las actuaciones realizadas por el Ayuntamiento dirigidas a garantizar la satisfacción de la demanda creciente de servicios públicos derivados del incremento de la población del municipio.

Después de exponer los resultados de la fiscalización, el apartado V del informe incluye hasta 13 conclusiones, entre las que destacan:

El Ayuntamiento no contaba con medios humanos suficientes para la tramitación de expedientes de elevada complejidad y eminentemente técnicos, pese al desarrollo urbanístico del municipio. 

Las normas subsidiarias del municipio presentaban carencias e incumplimientos de las determinaciones mínimas previstas en el TRLS 92 al no establecer un orden de prioridades de ejecución, no determinaba sistemas generales, no preveían zonas verdes u otras dotaciones, no determinaban la obligación de cesión al Ayuntamiento de la totalidad o parte del aprovechamiento urbanístico de 18 de las 47 unidades de ejecución en suelo urbano, no se delimitaban áreas de reparto, no se ordenaban pormenorizadamente las unidades de ejecución, no se incluía el uso dotacional para el cálculo del aprovechamiento urbanístico.

No se elaboró un Texto Refundido de las NN SS que recogiera la totalidad de las modificaciones del planeamiento. Tras las modificaciones aprobadas, se observa que el desarrollo urbanístico no tiene una secuencia lógica y presenta saltos físicos y secuenciales, debido a una estrategia de ordenación del territorio en la que falta programación y hay un grado elevado de reclasificación del suelo rústico.

No se previó reserva de viviendas sujetas a algún régimen de protección pública, pese al importante crecimiento de la población (13.508 viviendas) que supusieron un aumento considerable del suelo reclasificado.

No se realizó ningún estudio de previsiones o programa para garantizar la demanda creciente de servicios públicos ante las previsiones del incremento de población, únicamente existen sobre infraestructuras de comunicaciones y redes de saneamiento y abastecimiento de agua, pero el Ayuntamiento no afrontó las obras necesarias para dotar de infraestructuras a las unidades de ejecución incluidas en el ámbito del Plan Especial de Infraestructuras. El municipio no cuenta con una adecuada canalización de vertidos a lo que se añade el problema histórico del mal estado de las infraestructuras de abastecimiento de agua. Esta falta de infraestructuras determinará la necesidad del Ayuntamiento de acometer importantes inversiones en el futuro, cuando deberían haberse acometido ya, con la consiguiente carga económica para el Ayuntamiento.

Pone de manifiesto el informe deficiencias graves en la tramitación administrativa de los PAUs. No existió un seguimiento sistemático de las obras de urbanización ni del cumplimiento de los plazos de inicio y finalización de las obras. No existían procedimientos normalizados para la tramitación del planeamiento ni para la recepción de las obras de urbanización. Lo mismo dice de los convenios urbanísticos tramitados. 

Respecto al control de los bienes y recursos del Patrimonio Municipal del Suelo y los bienes de dominio público de uso dotacional, ni hay acuerdo formal de creación del PMS, ni instrumentos de control interno y de gestión de los bienes y derechos que lo integran.

Se tramitaron acuerdos de monetarización del aprovechamiento urbanístico que no se formalizaron a través de convenio urbanístico y, por lo tanto, no se sometieron a información pública. Algunos convenios contenían estipulaciones contrarias al ordenamiento jurídico, como la exoneración del pago de tributo, la obligación de cesión del aprovechamiento urbanístico al municipio o la compensación de deudas.

En cuanto a las licencias de obras solo hay bases de datos de licencias a partir de 2002, antes de esta fecha el registro era manual. En algunos ámbitos no se afianzaron las obras de urbanización precisas para simultanear la urbanización y la edificación y tampoco se acreditó el cobro de tributos en algunas de ellas.

Respecto al control, protección y disciplina urbanística hasta 2002 el Ayuntamiento no desarrollo las funciones de disciplina urbanística ni por sí ni mediante colaboración de la Junta de comunidades, no se elaboraron planes de inspección urbanística, no había registro de las denuncias presentadas, etc…

En cuanto a la incidencia de la gestión urbanística en la financiación del municipio el informe manifiesta que “si el Ayuntamiento viese reducidos sus ingresos por urbanismo sin un incremento similar de otros ingresos, reducción que se está produciendo ya en la actualidad pudiendo en el futuro experimentar un descenso más acusado, tendrá dificultades para financiar los gastos corrientes con la estructura que éstos presentaron a la finalización del periodo fiscalizado, gasto que, sin embargo, y teniendo en cuenta el crecimiento de población y territorio experimentado y la creciente demanda de servicios sociales, presumiblemente habrá de incrementarse sustancialmente”.

Finaliza el informe en su apartado VI recomendando a la Corporación, además de adoptar medidas organizativas y de funcionamiento necesarias, la redacción y tramitación de un Plan de Ordenación Municipal que contemple las características del municipio y sus previsiones reales de crecimiento, que garantice un desarrollo urbanístico ordenado, que solvente las carencias actuales de infraestructuras, la ejecución de infraestructuras que ya están planificadas; establecer procedimientos que garanticen la tramitación de los instrumentos de planeamiento y de ejecución urbanística, así como la recepción de las urbanizaciones, fijar procedimientos de supervisión y control de las valoraciones, en especial las de los aprovechamientos urbanísticos, revisar todos los acuerdos adoptados en los que no se ha respetado el ordenamiento jurídico, formar un inventario de bienes y derechos, constituir el PMS, fijar procedimientos que garanticen una adecuada tramitación de las licencias urbanísticas así como el impulso de la actividad disciplinaria.

Asimismo, recomienda a la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha el ejercicio, en el ámbito de sus competencias, de las funciones de ordenación, control, inspección, sanción e intervención que el ordenamiento vigente le otorga y que “de haberse practicado adecuadamente podrían haber impedido parte de las irregularidades y modificaciones del planeamiento no justificadas en el interés general”. 

La Comisión Mixta para las Relaciones con el Tribunal de Cuentas se dirige también al Gobierno de España para que, conjuntamente con las Comunidades Autónomas y municipios, reflexione sobre las posibilidades de mejorar el ejercicio de las competencias y funciones que en el ámbito urbanístico les ha encomendado el ordenamiento jurídico a las distintas administraciones.

b) Recursos de inconstitucionalidad. 

- El Pleno del Tribunal Constitucional, por sendos Autos de 7 de noviembre de 2011, declaró la extinción, por pérdida sobrevenida de su objeto de los recursos de inconstitucionalidad 5040/2000, 5051/2000 y 5099/2000, interpuestos respectivamente por el Gobierno de la Junta de Andalucía y el Principado de Asturias, contra el artículo 1 del Real Decreto-ley 4/2000 de 23 de junio, de medidas urgentes de liberalización del sector inmobiliario y de transportes, y por el Consejo de Gobierno de la Comunidad Autónoma de Illes Balears, contra el artículo 1.3 y primer párrafo de la disposición final segunda del mismo RDL. (BOE núm. 279, de 19 de noviembre).
Estos artículos introducían modificaciones en los artículos 9, 15, 16 de la Ley 6/1998, de 13 de abril, sobre Régimen del Suelo y Valoraciones. 
- El Pleno del TC, por Auto de 13 de diciembre de 2011, en el recurso de inconstitucionalidad nº 4308/2011, promovido por la Abogacía del Estado, ha acordado levantar la suspensión de los apartados cuatro, cinco, siete, trece, catorce, quince, treinta y cuarenta y ocho del artículo único de la Ley 9/2010, de 18 de octubre, de modificación de la Ley 15/2001, de 14 de diciembre, de Suelo y Ordenación Territorial de Extremadura. (BOE núm. 308, de 23 de diciembre).

- El Pleno del TC, por Providencia de 20 de diciembre de 2011, ha admitido a trámite el recurso de inconstitucionalidad nº 6596/2011, promovido por el Gobierno de la Generalitat de Cataluña contra los artículos 101, apartados 1, 2, 3 y 4; 102; 110, apartado 4; 111, apartado 6, y disposición final primera, apartado 1, párrafos primero y último, y apartado 2.b) de la Ley 2/2011, de 4 de marzo, de Economía Sostenible. (BOE núm. 313, de 29 de diciembre).

Estos artículos regulan los planes de movilidad sostenible, el fomento de estos planes, las actuaciones de renovación y rehabilitación urbanas y las obras e instalaciones necesarias para la mejora de la calidad y sostenibilidad del medio urbano, así como el título competencial en que se amparó el Estado para la regulación.
- El Pleno del TC, también por Providencia de 20 de diciembre de 2011, ha admitido a trámite el recurso de inconstitucionalidad nº 6720/2011, promovido por el Gobierno de Canarias contra los artículos 4, 7, 41.uno, 80, 91 y 110.4 de la Ley 2/2011, de 4 de marzo, de Economía Sostenible. (BOE núm. 313, de 29 de diciembre).

c) Cuestiones de inconstitucionalidad. El Pleno del Tribunal Constitucional ha acordado admitir a trámite las siguientes cuestiones de inconstitucionalidad:

- Cuestión de inconstitucionalidad nº 4965/2011, planteada por el Juzgado de lo Contencioso-Administrativo nº 2 de Almería, en relación con el artículo 141.1 de la Ley 7/2002, de 17 de diciembre, de Ordenación Urbanística de Andalucía, por posible vulneración del artículo 149.1.18ª de la CE. (BOE núm. 279, de 19 de noviembre).

- Cuestiones de inconstitucionalidad nº 5727/2011, 5728/2011 y 5799/2011, planteadas por el Tribunal Superior de Justicia de Cantabria, en sendos procedimientos ordinarios, en relación con el artículo 2 de la Ley de Cantabria 2/2011, de 4 de abril, por la que se modifica la Ley 2/2001, de 25 de junio, de Ordenación Territorial y del Régimen Urbanístico del Suelo de Cantabria, a la que se añade una nueva disposición adicional sexta, por posible vulneración de los artículos 149.1.6 y 149.1.18 de la CE en relación con los 9.3, 24.1, 106.1, 117 y 118 de la CE. (BOE núm. 279, de 19 de noviembre).
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